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1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 10 de junio de 1988. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
Ordinaria el próximo martes 14, a la hora 17, a fin de 
informarse de los asuntos entrados y considerar el si- 
guiente 


ORDEN DEL DIA 


19%) Continúa la discusión particular del proyecto de ley 
por el que se regula la acción de amparo. 


(Carp. N? 631/86 - Rep. N* 10/88) 


Discusión general y particular de los siguientes pro- 
yectos de ley: 


29%) Por el que se prorroga el plazo para que la Inspec. 
ción General de Hacienda prosiga la liquidación del 
grupo patrimonial constituido por las empresas CEVI 
S,A., INHOSA, Fondo de Participaciones S.A. y Alfre. 
do Vidal. 

(Carp. N? 1012/88 - Rep. N? 47/88) 


39) Por el que se modifican las actuaciones afectaciones 
de los inmuebles Padrones Nros. 87.295 y 51.439. 


_ (Carp. N? 800/87 - Rep. N* 48/88) 


49) 


5%) 


6%) 


79) 


8%) 


Por el que se designa con el nombre “Coronel An- 
drés Guacararí - Andresito” a la Escuela N* 54, Ru- 
ral, de Rancheríos de Ponce, departamento de Ca. 
nelones. 

(Carp. N9 1022/87 - Rep. N? 49/88» 


Por el que se designa con el nombre del pintor na- 
cional “Juan Manuel Blanes” a la Escuela N* 34 de 
Puntas de Buricayupí, ubicada en la 10% Sección Ju- 
dicial del departamento de Paysandú. 


(Carp. N* 1028/87 - Rep. N9 50/88) 
Por el que se aprueban los Convenios Internacionales 
en materia de seguridad, higiene y salud en el tra- 
bajo, Nos. 148, 155 y 161. 

(Carp. N? 848/87 . Rep. NO 53/88) 
Por el que se autoriza la colocación de un busto de 
don Isaac Ferreira en el predio del Hospital de la 
ciudad de Castillos. 

(Carp. N? 1108/88 . Rep. N% 55/88) 
Por el que se eleva a la categoría de villa al pueblo 
“Mariscala”, ubicado en la 8? Sección Judicial del 


departamento de Lavalleja. 


(Carp. N? 1071/88 . Rep. N? 54/88) 
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99) Por el que se modifican algunas disposiciones de.1os 
Códigos Penal, del Proceso Penal y del Niño, a los 
efectos de asegurar un mejor amparo de la sociedad 
contra la delincuencia en sus distintas modalidades. 


(Carp. N? 909/87 - Rep. N9 39/88) 


10) Por el que se interpreta el artículo 410 de la Ley 
N? 14,106, de 14 de marzo de 1973, sobre regulación 
de docentes no electivos. 


(Carp. N9 1127/88 - Rep. N? 59/88) 


11) Mensaje del Poder Ejecutivo por el que solicita ve- 
nia para designar a la Dra. Cyli Steigmann Schens- 
vitz en el cargo de Fiscal Letrado suplente. 


(Carp. N9 1049/88 - Rep. N* 58/88) 


12) Mensaje del Poder Ejecutivo por el que solicita ve. 
nia. para exonerar de su cargo a un funcionario del 
Ministerio de Relaciones Exteriores. (Plazo constitu- 
cional vence el 15 de junio de 1988 . Carp. N* 889/87 - 
Rep. N* 43/88). 


13) Informe de la Comisión de Asuntos Administrativos 
relacionado con las solicitudes de venia del Poder 
Ejecutivo para exonerar de sus cargos a: 


Un funcionario del Ministerio de Educación y Cul. 
tura. (Plazo Constitucional vence el 20 de junio de 
1983 - Carp. N* 1062/88 - Rep. N* 46/88). 


Un funcionario del Ministerio de Economía y Finan- 
zas. (Plazo Constitucional vence el 21 de junio de 
1988 . Carp. N9 1067/88 - Rep. N* 45/88). 


Un funcionario del Ministerio de Educación y Cul- 
tura. (Plazo Constitucional vence el 22 de junio de 
1988 . Carp. N* 1068/88 - Rep. N?* 44/88). 


Un funcionario del Ministerio de Educación y Cul- 
tura. (Plazo Constitucional vence el 3 de agosto de 
1988 - Carp. N? 1097/88 - Rep. N? 52/88). 


LOS SECRETARIOS.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Aguirre, Batalla, Bat. 
lle, Capeche, Cassina, Cersósimo, Cigliuti, Fá Robaina, Fe. 
rreira, Flores Silva, Forteza, García Costa, Gargano, La- 
calle Herrera, Martínez Moreno, Mederos, Olazábal, Ortiz, 
Pereyra, Posadas, Pozzolo, Rodriguez Camusso, Singer, Te- 
rra Gallinal, Tourné, Traversoni, Ubillos y Zumarán. 


FALTAN: con licencia, el señor senador Senatore; con 
aviso, el señor senador Jude. 
3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. — Habiendo número está 
abierta la sesión. 


(Es lá hora 17 y 15 minutos) 


—Dése cuenta de los asuntos entrados. 
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C.S.—365 
(Se da de los siguientes: ) 
“Montevideo, 14 de Junio de 1988. 


La Presidencia de la Asamblea General destina un 
Mensaje del Poder Ejecutivo al que acompaña un proyecto 
de ley por el que se aprueba el Convenio de Cooperación 
Cultural entre el Gobierno de la República y el Gobierno 
de la República Federal de Alemania. 


(Carp. N?% 1129/88) 
—A la Comisión de Asuntos Internacionales. 


La Presidencia de la Asamblea General remite va. 
rios Mensajes del Poder Ejecutivo por los que pone en 
conocimiento haber dictado los siguientes Decretos y Re- 
soluciones: 


por la que se autoriza al Ministerio de Economía y 
Finanzas a librar Orden de Entrega a favor del Mi- 
misterio de Defensa Nacional, a fin de atender los gas. 
tos de funcionamiento y de servicio, correspondientes 
al Ejercicio 1988 del Instituto Antártico Uruguayo. 


por el que se efectúan trasposiciones de rubros dentro 
de distintos Programas del Ministerio de Economia 
y Finanzas. : 


por el que se amplían e incorporan al Plan de Inver. 
siones Públicas 1988, diversos proyectos de inversión 
y se aprueban las modificaciones introducidas a] Pre. 
ventivo Anual de Ingresos y Egresos de Fondos Pú- 
blicos Extrapresupuestarios correspondientes al Ejer- 
ticio 1988, del Inciso 05 Ministerio de Economía y 
Finanzas. 


por el que se sustituyen las partidas del Plan de In. 
versiones del Banco de la República Oriental del Uru. 
guay para el Ejercicio 1987. 


por el que se aprueban Preventivos Anuales de Ingre. 
sos y Egresos de Fondos Públicos Extrapresupuestales 
correspondientes al Ejercicio 1988, presentados por el 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


por el que se autoriza la trasposición de rubros en 
el Ministerio de Salud Pública. 


—Ténganse presentes. 


La Suprema Corte de Justicia remite un Mensaje al 
que acompaña Oficio N% 1849 proveniente del Juzgado 
Letrado de lra. Instancia en lo Penal de 12% Turno, so 
licitando información del señor senador Hugo Batalla. 


—Oportunamente le fue entregado al señor senador 
Batalla. 


El Ministerio de Educación y Cultura remite la in- 
formación solicitada por el señor senador Uruguay Tour- 
né relacionada con pensiones graciables de los Campeones 
del Mundo de Fútbol de 1950 y Olímpicos. 


—A disposición del señor senador Uruguay Tourné. 
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El Ministerio del Interior acusa recibo del pedido de 
informes formulado por el señor senador Reinaldo Gar- 
gano relacionado con el Decreto del Poder Ejecutivo nú- 
mero 326 de 25 de junio de 1986. 


—A disposición del señor senador Reinaldo Gargano. 


El mismo Ministerio acusa. recibo de la versión taqui- 
gráfica de las palabras pronunciadas en Sala por el señor 
senador Raumar Jude, relacionadas con las actuales re. 
tribuciones de los integrantes de las Fuerzas Armadas y 
de la Policía. 


-—A disposición del señor senador Raumar Jude. 


La Cámara de Representantes remite aprobado un 
proyecto de ley por el que se exceptúa del requisito de 
la conciliación ante la Justicia de Paz, previsto en el 
artículo 255 de la Constitución de la República, a todo 
juicio iniciado o a iniciarse sobre cualquiera de las cues. 
tiones referidas en el artículo 69 de la Ley N? 15.750, de 
junio de 1985. 


(Carp. N* 1131/88) 
—A la Comisión de Constitución y Legislación. 


La Cámara de Representantes remite varias notas co- 
municando la sanción de los siguientes proyectos de ley: 


por el que se aprueba ja Convención de Intercambio 
Cultural entre la República y la República de Co. 
lombia; 


(Carp. N* 342/85) 


per el que se aprueba el Acuerdo entre el Gobierno 
de la República y el Programa de las Naciones Uni- 
das para el Desarrollo; 


(Carp. N* 516/86) 


por el que se aprueban las Enmiendas a que se re- 
fiere la Resolución de fecha 7 de setiembre de 1984 
del vigésimo período de Sesiones del Comité de Pro- 
tección del Medio Marino de la Organización Maríti- 
ma Internacional, para prevenir la Contaminación por 
los. Buques. 

(Carp. N? 645/86) 


por el que se aprueba el texto del Convenio Comer. 
cial entre el Gobierno de la República y el Gobierno 
de la República de Cuba. 


(Carp. N9 708/86) 


por el que se: aprueba el Convenio Internacional so- 
bre Arqueo de Buques, hecho en Londres, 


(Carp. N9 950/87.) 
——Ténganse presentes, 


La Cámara. de Representantes comunica que designó 
para integrar la Comisión Permanente que actuará du- 
rante el Cuarto periiodo ordinario de la XLlHa. Legislatu- 
ra, a los señores representantes: titulares. Julio Aguiar, 
Mario Cantón, Yamandú Rodríguez, Héctor Goñi Caste- 
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lao, Oscar López Balestra, Elías Porras Larralde y Gui. 
Hermo Alvarez, y como suplentes a los señores represen- 
tantes: Ruben H. Díaz, Oscar Magurno, Tabaré Viera, 
Horacio Muniz Durand, Juan J. Fuentes, León Morelli y 
Andrés Toriani, respectivamente. 


—Téngase presente, 


Los señores senadores Hugo Batalla, Carlos Cassina 
y Enrique Martínez Moreno, solicitan de conformidad con 
lo establecido en el artículo 118 de la Constitución in- 
formes a la Corte Electoral sobre el estado actual de los 
procedimientos de verificación de las firmas que acompa- 
ñan el recurso de referéndum contra la Ley N? 15.848 y 
estimación de las fechas de finalización de esos procedi. 
mientos y de realización de la consulta al Cuerpo Elec. 
toral, 


—Procédase como se solicita. 


La Comisión de Asuntos Internacionales eleva infor- 
mados los siguientes proyectos de ley: 


por el que se aprueban las Enmiendas al Convenio 
sobre el Reglamento Internacional para prevenir los 
Abordajes, de 1972, acordados en la Asamblea Gene. 
ral de la Organización Marítima; 


(Carp. N* 733/87) 


por el que se aprueba el texto del Convenio Básico 
de Cooperación Téenica suscrito entre el Gobierno 
de la República y el Gobierno de la República de 
Guatemala; 


(Carp. N? 951/87) 


por el que se aprueba. el Acuerdo Ejecutivo: de Coo- 
peración Turística entre el Gobierno de la República 
y el Gobierno de la República del Perú; 


(Carp. N2 1052/88) 


por el que se aprueba el Convenio de Cooperación 
Científica suscrito entre el Gobierno de la República 
y el Gobierno del Reino de Suecia; 


(Carp. N* 1054/88) 


y eleva un proyecto de resolución relacionado con una, 
eventual visita de legisladores colombianos al Uru- 
guay. 

(Carp. N? 1115/88) 


—Repártanse. 


La. Junta Departamental de Río Negro remite notas 
relacionadas con: 


planteamiento del Movimiento Nacional de Aspiran. 
tes a Colonos solicitando apoyo para el Instituta Na- 
cional de Colonización. 


solicitando la aplicación del artículo 673 de la 
Ley N? 14,106, por el. que se ampara a todos los fun- 
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cionarios públicos a. ejercer eargos de edil en las Jun- 
tas. Departamentales. 


. y relacionada con la situación de los jubilados y pen- 
sionistas. 


La Intendencia Municipal de San José remite nota 
comunicando la resolución adoptada apoyando los plan- 
teamientos del Movimiento Nacional de Aspirantes a Co- 
lonos en el sentido de la inclusión de partidas en la Ren. 
dición. de Cuentas con destina al Instituto Nacional de 
Colonización. 


La Junta Departamental de Maldonado remite nota 
apoyando el proyecto de ley sobre Protección de Animales. 


La Junta Departamental de Rocha remite nota co- 
municando la integración de la Mesa de esa. Corporación. 


-—Ténganse presentes.” 


4) ARCHIVO DE CARPETA 


SEÑOR PRESIDENTE. — Dése cuenta de una. solici. 
tud de la Comisión de Asuntos Internacionales. 


(Se da de la siguiente: ) 


“La Comisión de Asuntos Internacionales aconseja el 
archivo: de la: Carpeta conteniendo nota de la Emba- 
jada de la República Islámica del irán relacionada 
con el conflicto Irán-Irak. (Carp. N* 1102/88)”. 


—Oportunamente se votará. 


5) EXPOSICIONES ESCRITAS 


SEÑOR PRESIDENTE. — Dése cuenta de dos solicitu- 
des de exposiciones escritas, llegadas a la Mesa. 


(Se da de las siguientes: ) 


“De conformidad con lo establecido en el artículo 166 
del Reglamento, el señor senador Juan Raúl Ferreira 
solicita se cursen las siguientes exposiciones escritas: 
al Ministerio de Industria y Energía con destino a 
ANTEL relacionada con la situación de aislamiento 
por la que atraviesa el pueblo Edén del departamento 
de Maldonado; y al Ministerio de Salud Pública e 
' Intendencia Municipal de Rocha relacionada con el 
Centro Departamental de Salud Pública de dicho de- 
partamento”. 


—Oportunamente se votará. 


6) LEY N? 15.800, DE 17 DE ENERO DE 1986. 
Su incumplimiento. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— El Senado entra a la hora 
previa. 


Tiene la palabra. el señor senador Lacalle Herrera. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — Señor Presidente: en 
el año 1986, este Senado y el Parlamento. de la República 
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aprobaron una. ley cuyos artículos 8% y 9% establecían la 
creación de Consejos que, dentro del ámbito del Banco de 
Previsión Social y de acuerdo con competencias que allí 
se determinaban, en forma desconcentrada iban a ejer- 
cer la administración de distintas áreas de dicho Banco. 


Esta ley, de fecha 17 de enero de 1986, no ha sido 
cumplida. Los llamados “Consejitos”. que en las distintas 
áreas debían complementar la. estructura orgánica del 
Banco de Previsión Social, no han sido integrados, Esta 
circunstancia se ha traducido en dificultades de toda ín- 
dole para el funcionamiento del Banco. En ocasión de la 
última Rendición de Cuentas tuvimos oportunidad de ad- 
vertir, a los jerarcas del Banco, que esta irregularidad de 
carácter jurídico podía traer consecuencias que podían 
ir más allá úe la mera violación de la ley. Por ejemplo, 
los créditos por aportes debidos que fueran liquidados por 
la UREFI, en lugar de ser liquidados por el Consejo res- 
pectivo creado por esta ley, podían muy bien, en juicio, 
merecer una excepción de falta de legitimación activa pa- 
ra cobrar el crédito. Si esto cundiera, señor Presidente, 
todas las cifras que maneja la Jurídica del Banco de 
Previsión Social —con un escrito hecho a mimeógrafo, 
con un molde de escrito— podrian ser perfectamente li- 
quidadas en su situación procesal. ¿Por qué? Porque la 
ley dice claramente que hay un área que tiene como com- 
petenicia, la parte financiera del Banco de Previsión. 


A partir de la. vigencia de la Ley N* 15.800 —que es 
ésta— no hay otra. manera legal de liquidar un crédito 
y de llevarlo ante los Tribunales que mediante la titula- 
ridad jurídica del órgamo competente para ello. Quiere 
decir que no nos estábamos refiriendo simplemente a una 
ley incumplida, de las muchas que hay, y que no era una 
curiosidad jurídica ni tampoco una preocupación política 
—aunque la sentimos— el hecho de que no se diera cum- 


-plimiento a la Ley N? 15.800. Es tan notoria esa situación 


de incumplimiento de la ley, que el día. 2 de marzo del 
corriente año el Directorio del Banco de Previsión Social 
se ocupó del tema y dictó una resolución que tenemos en 
nuestras manos y que en sus considerandos establece: 
“Que no habiéndose llegado a acuerdo hasta el presente 
sobre el particular...” —se refiere a la integración— 
“...se estima necesario designar una. sub.comisión inte. 
grada por un director de la mayoría y uno de la minoría 
a efectos de analizar los criterios, procedimientos y de. 
más aspectos relacionados con la eventual integración de 
dicho Cuerpo”. Así termina la cita. Quiere decir que el 
Banco. de Previsión Social confiesa que no ha logrado 
acuerdo político para el cumplimiento de una ley. No $0- 
lamente lo confiesa, sino que designa una subcomisión 2 
los efectos de estudiar cómo se da cumplimiento a una 
ley que no se aplicó durante todos los años 1986, 1987 y 
la mitad le año 1988. La resolución —cito textualmente— 
dice: “19) Créase una subcomisión integrada por el señor 
Presidente, doctor David Bonilla Fontes, y el señor direc. 
tor doctor Rodolfo Saldain, con los cometidos enunciados 
en el considerando de la presente resolución. 2%) Libren- 
se las comunicaciones pertinentes”. 


Señor Presidente: esta prueba oficial, fehaciente y su- 
ficiente nos induce a plantear una vez más, aquí en el 
Senado, al Banco de Previsión Social y al propio Poder 
Ejecutivo, Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, que 
estamos ante una situación de incumplimiento de una ley 
aprobada por este mismo Parlamento; que hemos espe- 
rado el tiempo suficiente y que, junto a las dificultades 
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de carácter jurídico que esto puede y va a acarrear —tal 
como algunas que hemos señalado a modo de ejemplo— 
estamos también ante una irregularidad de carácter gu- 
bernativo que el propio Banco de Previsión Social deberá 
explicar llegado el momento. 


Solicito que la versión taquigráfica de estas palabras 
sea enviada al Banco de Previsión Social y también —en 
ejercicio de las facultades que concede el artículo 118 de 
la Constitución de la República— que se informe a qué 
conclusiones ha llegado la subcomisión designada el día 
2 de marzo del corriente año. 


Muchas gracias. 


SÉNOR PRESIDENTE. — No hablendo número para 
votar, se posterga la votación de la moción formulada 
por el señor senador Lacalle Herrera. 


7) MENSAJE DEL PODER EJECUTIVO POR EL 
QUE SOLICITA VENIA PARA DESIGNAR 
FISCAL LETRADO SUPLENTE. MENSAJE 
DEL PODER EJECUTIVO POR EL QUE 
SOLICITA VENIA PARA EXONERAR DE 
SU CARGO A UN FUNCIONARIO DEL 
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES. 
INFORME DE LA COMISION DE ASUNTOS 
ADMINISTRATIVOS RELACIONADA CON 
SOLICIFUDES DE VENIA DEL PODER 
EJECUTIVO PARA EXONERAR DE SUS 
CARGOS A VARIOS FUNCIONARIOS. 


SEÑOR PRESIDENTE. —— El Senado entra al orden 
del día. E 


Ha llegado a la Mesa una moción de orden relativa 
a la alteración del orden del dia. 


Léase. 
(Se lee:) 


“El señor senador Tourné mociona para que se pase 
a sesión secreta a fin de considerar de inmediato las 
venias con plazo a vencer”. 


8) CORONEL ANDRES GUACARARI - ANDRE- 
SITO. Se designa con este nombre a la Escuela 
N% 54 Rural del departamento de Canelones. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — Pido la palabra para 
formular una moción de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — La moción que voy 
a formular puede ser instrumentada mientras procede. 
mos a votar esas venias y obedece a una curiosidad in- 
telectual. 


Solicito que la Mesa disponga lo necesario a los efec- 
tos de comprobar si el proyecto de ley por el que se de- 
signa con el nombre “Coronel Andrés Guacararí - Andre. 
sito” a la Escuela N? 54, Rural de Rancherios de Ponce, 
departamento de Canelones —Repartido N* 49/88— ado- 
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lece de un error. Creo que habría que consultar el libro 
“Los tenientes de Artigas”, de Ramírez, o alguna otra 
fuente. En mi concepto, el nombre del Coronel es Andrés 
Guacurarí y no Guacarari. Comprende que no es un tema 
demasiado importante, pero tratándose de un personaje 
tan querido por todos los orientales, solicito que se acuda 
a alguna fuente, porque tengo entendido que la manera 
de escribir el nombre de este héroe" artiguista es sustan- 
cialmente distinta a la que se propone. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Mesa hará la consulta 
mientras tanto. 


9) MENSAJE DEL PODER EJECUTIVO POR EL 
QUE SOLICITA VENIA PARA DESIGNAR 
FISCAL LETRADO SUPLENTE. MENSAJE 
DEL PODER EJECUTIVO POR EL QUE 
SOLICITA VENÍA PARA EXONERAR DE 
SU CARGO A UN FUNCIONARIO DEL 
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES. 
INFORME DE LA COMISION DE ASUNTOS 
ADMINISTRATIVOS RELACIONADA CON 
SOLICITUDES DE VENIA DEL PODER 
EJECUTIVO PARA EXONERAR DE SUS 
CARGOS A VARIOS FUNCIONARIOS. 


SEÑOR PRESIDENTE. — En consideración la moción 
.de orden formulada por el señor senador Tourné, en el 
sentido de que el Senado pase de inmediato a sesión se- 
creta para tratar los pedidos de venia de destitución que 
tícnen próxima fecha de vencimiento. 


SEÑOR CIGLIUTI. — ¿Se trata de los asuntos que 
reclaman sesión secreta? 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se mociona pasar a sesión 
secreta para considerar de inmediato los puntos que fi 
Suran en numerales 12 y 13 del orden del día. Se trata 
de pedidos de venia de destitución para exonerar de sus 
cargos a funcionarios, algunos de cuyos plazos vencen en 
el día de mañana. 


SEÑOR CIGLIUTI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CIGLIUTI. — Entendi que la moción se re. 
fería a que el Senado pasara. a sesión secreta para tratar 
los asuntos que figuran en el orden del día y cuyo tra- 
tamiento requiere sesión secreta. 


SEÑOR PRESIDENTE. — ¿El señor senador solicita 
que se incorpore también el punto 11? 


SEÑOR CIGLIUTI. — Sí, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. — El señor senador Tourné 
admite la modificación de la moción? 


SEÑOR TOURNE. — 8í, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. — El señor senador Pozzolo 
había solicitado hacer uso de la palabra. 


14 de Junio de 1988 


SEÑOR POZZOLO. — Pensaba hacer la misma soli. 
citud, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar la moción de pasar a sesión secreta 
para tratar de inmediato los puntos 11, 12 y 13 del orden 
del día. 


(Se vota:) 

—20 en 21. Afirmativa, 

El Senado pasa a sesión secreta. 

(Así se hace. Es la hora 17 y 34-minutos) 
(En sesión pública) 


SEÑOR PRESIDENTE. — Habiendo número, continúa 
la sesión. 


(Es la hora 18 y 43 minutos) 
—Dése cuenta de lo resuelto en sesión secreta. 


SEÑOR SECRETARIO (Dn. Mario Farachio). — El 
Senado en sesión secreta no hizo lugar a la solicitud de 
venia del Poder Ejecutivo para designar Fiscal Letrado 
Suplente y concedió venia para exonerar de sus cargos a 
un funcionario del Ministerio de Relaciones Exteriores y 
otro del Ministerio de Educación y Cultura. Asimismo re- 
solvió devolver 'al Poder Ejecutivo, para ampliación de an- 
tecedentes, las solicitudes de venia para destituir a un 
funcionario del Ministerio de Economía y Finanzas y a 
dos funcionarios del Ministerio de Educación y Cultura. 


10) ARCHIVO DE CARPETA 


SEÑOR PRESIDENTE. — Correspondería votar los 
asuntos que se habian postergado. 


En primer lugar, a solicitud de la Comisión de Asun- 
tos Internacionales, se va a votar el archivo de una Cá- 
peta que contiene una nota de la Embajada de la Repú- 
blica Islámica del Irán. 


(Se vota:) 


-—19 en 24. Afirmativa. 


11) EXPOSICIONES ESCRITAS 

SEÑOR PRESIDENTE. — En segundo lugar, se va a 
votar una solicitud de envío de exposiciones escritas, for. 
mulada por el señor senador Ferreira, dirigida a los Mi- 
nisterios de Industria y Energía y de Salud Pública. 

(Se vota:) 


—22 en 23. Afirmativa. 


(Texto de las exposiciones escritas: ) 
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“Sr. Presidente: 


No es ésta la primera vez, y lamentablemente tam- 
poco va a ser la última, que me tenga que referir al ais- 
lamiento a que se ven sometidas innumerables poblacio- 
nes de nuestro interior. 


Concretamente quisiera hacer conocer a.este Cuerpo: 
la situación pr la que atraviesa Pueblo Edén, localidad 
fernandina ubicada a mo muchos kilómetros de ciudades 
que, como Punta del Este y Maldonado, pueden aceeder 
fácilmente al telediscado internacional. Sin embargo a loz 
habitantes de este pueblo se les priva no ya de la. posibi. 
lidad de mantener una. conversación instantánea con To. 
kio o la República Malgache, pues así lo anuncia la guia 
telefónica, sino tan sólo de poder hablar con San Carlos, 
distante 31 kilómetros. 


Digo esto, Sr. Presidente, teniendo delante mío una 
breve pero patética carta que me dirigiera días atrás la 
Sra. Mirta Fernández y que expresa la angustia y preo- 
cupación de ella y los demás habitantes de Pueblo Edén 
por la falta de solución al problema. ANTEL incluso le ha 
comunicado (Exp. 2003/73/86) que la solución radica en 
instalar un equipo monocanal y que ello se llevaria a 
cabo en 1988. Pero la promesa es de diciembre pasado, 
estamos en junio y aún no se vislumbra el momento en 
que se le dé cumplimiento. 


No es posible, Sr. Presidente, que difundamos a los 
cuatro vientos nuestra posibilidad de comunicarnos con 
todo el mundo y que al mismo tiempo permanezcamos 
de brazos cruzados ante el reclamo de un puñado de 
compatriotas que viven diariamente la eventualidad dé 
pasar la angustia de necesitar un médico y no poder con. 
seguirlo por falta de un teléfono. 


Desearía en consecuencia, Sr, Presidente, que mis pa- 
labras sean remitidas a las autoridades de ANTEL a efec- 
tos de llegar a una prontá solución. 


Muchas gracias, señor Presidente. 
Sr. Presidente: 


Días atrás, y en el transcurso de una gira que hice 
por Rocha, visité su Centro Departamental de Salud Pú- 
blica. Este es un hospital de la categoría “C”, que tiene 
otorgados 17.507 carnés de asistencia pero que cuenta, 
dentro de su área de influencia, con otros 13.000 usuarios 
potenciales, lo que equivale a decir que debe prever ser. 
vicios para más de 30.000 personas. 


Desde un principio, Sr. Presidente, pude comprobar 
la inmejorable calidad humana de quienes dirigen y atien- 
den este nosocomio, pues en medio de todo tipo de difí. 
cultades logran brindar a los pacientes una atención que 
parecería imposible de considerarse los recursos materia. 
les y humanos de que se ven privados. 


El edificio es totalmente anacrónico y la distribución 
algo caótica de sus espacios ha llevado al desaprovecha. 
miento de grandes áreas notándose esta falta especialmen. 
te en el pequeño tamaño de las policlínicas y en lo pre- 
cario del local que alberga el Servicio de Emergencia. 
Si bien esta situación se encuentra a estudio del Depar. 
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tamento de Arquitectura del Ministerio de Salud Pública, 
merecría una solución más rápida, acorde con la impor- 
tancia de estos servicios, mo viéndose demorada por tra- 
bas de índole burocráticas. 


Pero esto, Sr. Presidente, es sólo el comienzo de una 
larga lista de carencias de las cuales tan solo voy a des- 
tacar aquéllas que representan un problema más acuacian- 
te. Por ello, voy a referirme concretamente al estado ca- 
lamitoso en que se encuentran los equipos con que cuen- 
ta el Servicio de Radiología del Hospital. De todos ellos, 
el único que funciona ininterrumpidamente es el aparato 
portátil, mientras que uno Siemmens de 200 M.A., otro 
Pieker de 100 MA. y un creneógrafo, no funcionan. Debe 
considerarse que en el equipo Siemmens se efectúan to- 
dos los estudios contrastados, pero el hécho de que en 
el último año haya estado en servicio tan sólo 30 días, 
ha llevado a que se derivasen los estudios a otros Cen- 
tros Departamentales, incluso a Montevideo. 


Es necesario también, Sr. Presidente, que se renue- 
ven equipos tales como carros de anestesia, electrocardió- 
grafo, monitor, respiradores, lavarropas, microscopio para 
anatomía patológica, este último ya solicitado, micróto- 
mo, clalítica, mesa de operaciones y equipamiento gené. 
rico del Hospital. Por ser ilustrativas al respecto, desea. 
ría que se tuvieran como parte integrante de esta expo- 
sición las notas elevadas a pedido del Dr. Martín Mar- 
tínez, Director de Región “C” y en que se detallan con 
exactitud las prioridades. 


En cuanto a recursos humanos las mayores carencias 
se sienten en el sector enfermería, pero hay falta tam. 
bién de personal de mantenimiento, de servicio, telefo- 
nista, portero y enfermeras profesionales. Y ni hablar de 
los problemas que se ocasionan en el Pabellón de Psiquia- 
tría, a cargo del Dr. Clemente Sazbón, quien concurre pa- 
ra ello exclusivamente a Rocha una vez por semana dan- 
do todo de sí en la atención de sus pacientes, necesitándose 
sin embargo que se extienda la cobertura asistencial el 
resto del tiempo. 


No quisiera terminar estas palabras, Sr. Presidente, 
sin antes hacer un reconocimiento público de la labor que 
cumple en la búsqueda de soluciones, incluso a su propio 
costo, la Comisión de Apoyo al Hospital. Que la abnega- 
ción de esta gente sirva de estímulo para al que juntos po. 
damos encarar y solucionar estos problemas sin caer en 
el hueco discurso ni en la promesa incumplida. 


Por todo esto, Sr. Presidente, desearía, y hago mo- 
ción para ello, que mis palabras sean elevadas para su 
consideración al Ministerio de Salud Pública y a la In- 
tendencia Municipal de Rocha. 


Muchas gracias Sr. Presidente. 


DEPARTAMENTO DE RADIOLOGIA 
Oficio N* 059/88. 
Rocha, 4 de marzo de 1988. 


Sr. Director de Región “C” 
Dr. Martín Martínez 


Presente 


De acuerdo a lo oportunamente conversado, plantea. 
dos a Ud. el grave problema que se ha planteado a raíz 
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de tener fuera de funcionamiento el equipo de Rayos X 
Siemmens grande en el cual se efectúan da mayoría, por 
no decir todos, los estudios contrastados. 


Como es de su períecto conocimiento el Hospital de 
Rocha al actuar como Centro Departamental recibe todos 
los estudios de este tipo a nivel departamental. 


Actualmente estamos derivando estos estudios a otros 
Centros Departamentales, incluso a Montevideo, con el 
subsiguiente inconveniente de gasto por pasajes y la gran 
traba que esto significa para el paciente y a su vez para 
el médico tratante. 


Esta situación además se ha repetido incesantemente 
desde el año pasado, durante el cual el aparato estuvo en 
orden de servicio, calculamos que exclusivamente unos 
30 días efectivos en el año. 

En este punto es conveniente aclarar que siempre se 
ha requerido el Service correspondiente, el cual la mayo- 
ría de las veces dejó el aparato en peores o en el mejor 
de los casos en las mismas condiciones. 

Este equipo además es el fruto de una serie de “ca. 
aibalizaciones” lo cual conspira además £on su correcto 
funcionamiento. 


Por todo esto solicitamos de Ud. y de las jerarquías 
correspondientes una solución urgente a este problema. 


Saluda a Ud. atentamente. 
PLAN DE INVERSIONES 1989 
Oficio N2 069/88. 
Rocha, 14 de marzo de 1988. 


Sr. Director de Región “C” 
Dr. Martín Martínez 


Presente 

De acuerdo a lo solicitado por Ud., cúmplenos enviar. 
le el listado de equipamiento que consideramos priorita- 
rio para el Plan de Inversiones. 

— Equipo de Rayos X, de características suficientes 
como para efectuar estudios contrastados, con seriógrafo 
y pantalla de televisión. 

— Mesa Quirúrgica. 

— Cialítica de techo. 

— 2 acondicionadores de aire para Block Quirúrgico. 

— Monitor cardíaco con desfibrilador. 


— Respiradores. 


— Microscopio binocular, óptica planimétrica, luz in. 
Cluida, accesorios para microfotografía. 


—. Equipamiento de escritorios modulares. 


— Calculadora con impresora. 
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— Máquina de escribir. 


— Teléfonos para las Policlínicas San Luis, 18 de 
Juiio, 19 de Abril”. 


12) LEY N? 15.800, DE 17 DE ENERO DE 1986. - 
Su incumplimiento, 


SEÑOR PRESIDENTE. — En tercer. término, corres- 
pondería votar la moción formulada por el señor senador 
Lacalle Herrera en la hora previa, en el sentido de pasar 
la versión taqguigráfica de sus palabras al Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social y al Banco de Previsión Social. 


(Se vota:) 


-—21 en 23. Afirmativa. 


13) RETRIBUCION DE HORAS EXTRA 
EN LA ACTIVIDAD PRIVADA. 
Se modifica su régimen. 


¡SENOR POZZOLO. — Pido la palabra para una cues, 
tión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra -el señor 
senador. 


SEÑOR POZZOLO. — Señor Presidente: hace varias 
semanas, la Comisión de Asuntos Laborales votó con mo; 
dificaciones un proyecto venido de la Cámara de Re- 
presentantes, por el que se modifica el régimen-de retri. 
bución de las horas extra en la actividad privada. La 
Cámara de Representantes había incluido también a la 
Administración Pública, pero la Comisión de este Cuerpo, 
por una mayoría circunstancial se manifestó contraria a 
dicha inclusión. En definitiva, el proyecto cuenta con un 
informe en mayoría y otro en minoría. 


En virtud de que esto representa una conquista para 
los trabajadores y está acordada y aceptada por la ac- 
tividad privada, solicitamos que el proyecto se incluya 
en el orden del día de la sesión ordinaria del día de ma- 
ñana, prévio repartido que deberá efectuarse. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar la moción del señor senador Pozzolo 
en el sentido de que el proyecto de ley a que hizo refe- 
rencia sea incluido en el orden del día de la sesión ordi- 
naria del día de mañana. 


(Se vota:) 


—22 en 23. Afirmativa, 


14) MODIFICACION DE LAS ACTUALES 
AFECTACIONES DE LOS INMUEBLES 
PADRONES Nos. 87.295 y 51.439, 


SEÑOR CÉRSOSIMO. — Pido la palabra para una 
Cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 
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SEÑOR CERSOSIMO. — En la sesión anterior se ha. 
bía acordado tratar sobre tablas, con carácter urgente, 
una permuta a realizarse entre el Estado y la Adminis- 
tración Nacional de Educación Pública. Este asunto no se 
pudo votar por no haber número en Sala. En virtud de 
que hace un año que el tema está a consideración de la 
Comisión y que no dará lugar a mayor debate, solicito 
que sea declarado urgente y se trate sobre tablas. Me res 
fiero al punto que figura en tercer término del orden 
del día. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si nó se hace uso de la paz 
labra, se va a votar si se declara urgente y se trata sobre 
tablas el proyecto a que hizo referencia el señor senador, 


(Se vota:). y 


-—20 en 22. Afirmativa. 


En consecuencia, se pasa a considerar el asunto que 
figuraba en tercer término del orden del día: “Proyecto 
de ley por el que se modifican las actuales afectaciones 
de los inmuebles padrones Nos. 87.295: y 51.439.. (Carp. 
N9 800/87 - Rep. N? 48/88)”. . 


(Antecedentes:) qe, HB 
“Carp. N9 800/87 
pide o. Rep. N? 48/88 
PODER EJECUTIVO 


Ministerio de Educación y Cultura 


Ministerio de Defensa Nacional 


Montevideo, 2 de junio de 1987, 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de someter a su consideración el proyecto 
de ley adjunto, referente a la afectación definitiva de 
los inmuebles Nos. 87.295 y 51.439. 


Por Decreto-Ley N* 14.991, de 22 de febrero de 1980, 
se afectó al ex-Consejo Nacional de Educación, el Padrón 
N?9 87.295 y al Ministerio de Defensa Nacional el Padrón 
N? 51.439, no obstante ello, nunca se dio efectivo cumpli- 
miento a la posesión de los inmuebles de referencia en 
mérito a que con posterioridad al dictado de la norma 
mencionada se celebró un contrato de Préstamo de uso 
entre el Ministerio de Educación y Cultura y el Ministe- 
rio de Defensa Nacional, por el cual el primero contede 
£l uso del Padrón N* 87.295 al Servicio de Información 
de Defensa, hasta la finalización de las obras de construc. 
ción de su nueva sede. 


El proyecto de ley que se propicia trata de dejar sin 
efecto las afectaciones dispuestas por el Decreto-Ley nú- 
mero 14.991, volviendo los inmuebles a sus afectaciones 
originales, de tal forma que el Padrón N% 51,439 vuelva 
a la Administración Nacional de Educación Pública y 
el Padrón N* 87.295 al Ministerio de Defensa Nacional. 


Saluda al señor Presidente de la Asamblea General 
muy atentamente. 


JULIO MARÍA SANGUINETTI, Presidente de la Repú- 
blica; Juan Vicente Chiarino, Adela Reta, 
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PROYECTO DE LEY 


Artículo 1% —. Desaféctase del patrimonio del Mi- 
nisterio de Defensa Nacional, afectándolo a la Adminis 
tración Nacional de Educación Pública, el inmueble sito 
en la 112 Sección Judicial del departamento de Monte. 
video, empadronado en mayor área con el N* 51.439 y 
señalada con la fracción letra “A” en el plano levantado. 
por el ingeniero agrimensor Héctor De!llepiane el 12 de 
julio de 1979, con una superficie de 22.394 metros cua. 
drados 82 decímetros, ubicado en la intersección de las 
calles Maria Orticochea y Juan Lavalle de esta ciudad. 


Art. 29, — Desaféctase del patrimonio de la Adminis. 
tración Nacional de Educación Pública, afectándolo al 
Ministerio de Defensa Nacional, el inmueble sito en la 
19% Sección Judicial del departamento de Montevideo, em- 
padronado con el número 87.295, con un área de 1.538 
metros cuadrados, ubicado en la intersección de la Ave- 
nida Doctor Luis Alberto de Herrera y la calle Monte Ca- 
seros de esta ciudad. 


Art. 3% -—. Derógase el Decreto-Ley N?% 14.991, de 
22 de febrero de 1980. 


Art. 4% -—— Comuniquese, etc. 
Juan Vicente Chiarino, Adela Reta. 
INFORME 
Al Senado: 


Vuestra Comisión de Constitución y Legislación acon- 
seja al Cuerpo la aprobación del adjunto proyecto de ley, 
sustitutivo del que remitiera el Poder Ejecutivo. 


El proyecto originario, en cuanto dispone la desafec- 
tación y posterior afectación de un bien inmueble de un 
organismo a otro, lo que modifica su destino, participa 
de una concepción del patrimonio estatal que la Comi- 
sión no comparte, según ha tenido oportunidad de ex- 
presar en múltiples ocasiones al pronunciarse respecto de 
situaciones análogas. 


Sabido es que, actualmente, se han desarrollado en 
el país dos tesis acerca del contenido y estructura del pa- 
trimonio estatal: una, la tradicional, que postula la in. 
dividualidad de patrimonio de cada persona pública esta. 
tal; la otra, que utilizó el régimen de facto, proclama la 
existencia de un solo patrimonio cuyo único titular es 
el Estado, En consecuencia, lo que tradicionalmente cons- 
tituyó el patrimonio de cada ente público, para quienes 
sustentan la tesis que la Comisión no acepta, serían me- 
ras afectaciones o destinos especiales asignados a los bie- 
nes integrantes de aquel único patrimonio. 


La Comisión, según se adelantó, disiente con este úl. 
timo temperamento; sus miembros adhieren, por el con. 
trario, a la posición tradicional que proclama la existen- 
cia de pluralidad de patrimonios dentro del Estado. En 
consecuencia, no se trata, contrariamente a lo que expre- 
sa el proyecto remitido por el Poder Ejecutivo, de desa- 
fectaciones de bienes de un destino a otro, sino de ver- 
daderas enajenaciones, a través, como en la especie, de 


la celebración de un contrato de permuta dado que se. 


CAMARA DE SENADORES 


14 de Junio de 1988 


parte del supuesto de la diversidad de patrimonios den- 
tro del Estado. 


Por lo tanto, corresponde autorizar al Poder Ejecu- 
tivo y a la Administración Nacional de Educación Pú- 
blica, a permutar los inmuebles que se individualizan en 
€el Mensaje adjunto a las presentes actuaciones en la for- 
ma y condiciones allí establecidas.” 


En ese sentido, vuestra Comisión aconseja al Cuerpo 
la aprobación del proyecto de ley sustitutivo. 


Sala de la Comisión, 26 de abril de 1988. 


Pedro W. Cersósimo, Miembro Informante, Gonzalo 
Aguirre Ramírez, Hugo Batalla, Juan C. Fá Robaina, 
Dardo Ortiz, Américo Ricaldoni, Senadores. 


PROYECTO SUSTITUTIVO 


Artículo 1% — Autorízase al Poder Ejecutivo a otor- 
gar con la Administración Nacional de Educación Públi- 
ca, la siguiente permuta: a) El Estado enajenará el in- 
mueble empadronado con el N* 51.439, sito en la 11% 
Sección Judicial del departamento de Montevideo, señaz 
lado como fracción letra “A” en el plano levantado por 
€l Agrimensor Héctor Dellepiane el 12 de julio de 1979, 
con una superficie de 22.394 mts.2 82 dms. y ubicado en 
la intersección de las calles María Orticochea y Juan La. 
valle; b) simultáneamente, el Estado adquirirá el inmue- 
ble empadronado con el N? 87.295, sito en la 19* Sección 
Judicial del departamento de Montevideo, con una su- 
perficie de 1.538 mts.2 y ubicado en la intersección de la 
Avenida Doctor Luis Alberto de Herrera y la calle Monte 
Caseros. : 


Art, 22% — Derógase el Decreto-Ley N% 14.991, de 
22 de febrero de 1980. 


Sala de la Comisión, 26 de abril de 1988. 
Pedro W. Cersósimo, Miembro Informante, Gonzalo 
Aguirre Ramírez, Hugo Batalla, Juan C. Fá Robaina, 
Dardo Ortiz, Américo Ricaldoni, Senadores, 
— LEY 14.991 — 
C.E. 175% Ses. 13 de febrero de 1980 
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 


SE DISPONE UNA PERMUTA DE INMUEBLES 
CON EL CONSEJO NACIONAL DE EDUCACION 


El Consejo de Estado ha aprobado el siguiente 
PROYECTO DE LEY 


Artículo 1%. — Desaféctase del patrimonio del Minis. 
terio de Defensa Nacional, afectándolo al del Consejo Na- 
cional de Educación, el inmueble sito en la 19% Sección Ju- 
dicial del departamento de Montevideo, empadronado con 
el número 87.295, con un área de 1.538 metros cuadra- 
dos, ubicado en la intersección de la Avenida doctor Luis 
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Alberto de Herrera y la calle Monte Caseros, de esta 
ciudad. ; : á 


Art. 2% — Desaféctase del patrimonio del Consejo 
Nacional de Educación, afectándolo al del Ministerio de 
Defensa Nacional, el inmueble sito en la 11% Sección Ju- 
dicial del departamento de Montevideo, empadronado en 
mayor área con el N? 51.439 y senalado con la fracción 
letra: “A” en el plano levantado por el ingeniero agrimen- 
sor Héctor Dellepiane el 12 de julio de 1979, con una su- 
perficie de 22.394 metros cuadrados 82 decímetros, ubi- 
cado en la intersección de las calles María Orticochea y 
Juan Lavalle. de esta ciudad. 


Art, 39, — Comuníquese, etc.” 


Sala de Seslones del Consejo de Estado, en Montevideo 
a 13 de febrero de 1980. 


Hamlet Reyes, Presidente; Nelson Simonetti, Julio A. 
Waller, Secretarios. 


Ministerio de Educación y Cultura 
Ministerio de Defensa Nacional 


Montevideo, 22 de febrero de 1980. 


Cúmplase, acúsesé recibo, comuníquese, publíquese, e 
insértese en el Registro Nacional de Leyes y Decretos. 


Aparicio Méndez, Daniel Darraca, Walter Ravenna.” 
SEÑOR PRESIDENTE. -—- Léase el proyecto. 

(Se lee) 

—En discusión general. 

SEÑOR CERSOSIMO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
miembro informante. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Parece innecesario abundar 
en mayores consideraciones al respecto, porque ellas sur- 
gen muy claramente del Mensaje del Poder Ejecutivo y 
de lo dispuesto por el Decreto-Ley N9 14.991, de 22 de fe- 
brero de 1980, que ahora se pretende derogar a través del 
artículo 22 del proyecto en examen. 


La Comisión de Constitución y Legislación ha reite- 
rado en distintas oportunidades, que no utiliza la tesis del 
patrimonio único sino de los diversos patrimonios de las 
distintas personas públicas. En ese caso, lo que correspon- 
de hacer no es desafectar los bienes para afectarlos a 
otro destino, sino enajenarlos a título de permuta entre 
el Estado —-para lo que se autoriza al Poder Ejecutivo— 
y la Administración Nacional de Educación Pública, que 
es el otro titular de uno de los inmuebles de que se trata. 
Ese es el caso, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Si no se hace uso de la pa. 
labra, se va a votar en general el proyecto enviado por la 
Comisión. 
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(Se vota:) 

—24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

“Léasé el artículo 19. 

(Se lee) 

—En discusión. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—23 en 24. Afirmativa. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Pido la palabra 
para fundar el voto. 


' SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. -— Señor Presidente: 
hemos votado afirmativamente el artículo 19 del proyec- 
to, pero queremos reiterar un .punto de vista que expre. 
samos con anterioridad. 


Además del criterio que se detalla en este informe, 
como. en uno anterior a que hicimos referencia sobre el 
concepto que se aplica en materia de propiedades del Es. 
tado, me parece que debería informarse al Senado que se 
justifica la permuta que se propone según las finalidades 
a que se aplica cada uno de los bienes. No sólo debe dar- 
se, pues, una explicación desde el punto de vista jurídico 
de los criterios manejados con relación a las formas de 
propiedad del Estado y a sus características, sino la fun- 
damentación de un cambio de atribuciones, según los 
cometidos a que se aplique. 


Reitero, entonces, que he votado afirmativamente, pe- 
ro con la aspiración de que en próximas oportunidades 
además de la explicación del concepto jurídico —que com- 
parto— se suministre esa otra información. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Lo que dice el señor senador 
Rodríguez Camusso es exacto, pero quiero que tome en 
cuenta que este informe es de fecha 26 de abril de 1988 
y sus manifestaciones fueron posteriores. 


Por otra parte, en el caso de que se trata, el Poder 
Ejecutivo explica en su Mensaje —como he dicho antes— 
las motivaciones que dan lugar a esta operación; también 
se agrega, a los antecedentes del Repartido N* 48, el tex- 
to del “Decreto-Ley N* 14.991, que se deroga por haber 
guedado sin efecto, en función de que no se tomó posesión 
por parte de la dependencia a que correspondía la afec- 
tación del bien de que se trataba. Por lo tanto, aquel de- 
ereto.ley que tenía como'única finalidad la de determi. 


SES. 


nar esa afectación, no tiene razón de ser y ha perdido 
total vigencia. 


Sin hacer “ninguna alusión, sino con carácter gene- 
ral, quiero decir que la Comisión estudiará los puntos de 
vista que ha manifestado el señor senador y con todo 
gusto, quizá en etapas sucesivas, podamos acceder a lo 
que tan amablemente nos solicita. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Léase el artículo 29. 
(Se lee) 

«En discusión. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—21 en 24. Afirmativa. 


Falta el artículo de orden, pero mientras la Comisión 
no se expida sobre el punto, seguiremos el criterio adop- 
tado hasta el momento. En consecuencia, ej artículo 39 
es de orden. 


Queda aprobado el proyecto, que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado: ) 


“Artículo 1? -- Autorízase al Poder Ejecutivo a otor- 
gar con la Administración Nacional de Educación Pública, 
la siguiente permuta: a) El Estado enajenará el inmue 
ble empadronado con el N? 51.439, sito en la 11? Sección 
Judicial del departamento de Montevideo, señalado como 
tracción letra “A” en el plano levantado por el agrimen- 
sor Héctor Dellepiane el 12 de julio de 1979, con una su- 
perficie de 22.394 mts? 82 dms. y ubicado en la intersec- 
ción de las calles María Orticochea y Juan Lavalle; b) 
simultáneamente, el Estado adquirirá el inmueble empa- 
dronado con el N? 87.295, sito en la 192 Sección Judicial 
del departamento de Montevideo, con una superficie de 
1.538. mts? y ubicado en la intersección de la avenida 
Doctor Luis Alberto de Herrera y la calle Monte Caseros. 


Art. 29 -— Derógase el Decreto-Ley N% 14,991, de 22 
de febrero de 1980. 


Art. 32 — Comuníquese, etc.” 


15) ACCION DE AMPARO. Su regulación. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se pasa a considerar el 
asunto que figuraba en primer término del orden del dia: 
“Proyecto de ley por el que se regula la acción de ampa. 
ro. (Carp. N? 631/86 - Rep. N* 10/88)”. 


(Antecedentes: Ver 17% S.0.) 
SEÑOR PRESIDENTE. — Continúa la discusión par- 
ticular del proyecto de ley por el que se regula la acción 


de amparo. 


Ya se han votado los artículos 2%, 32 y 5% y se ba 
postergado la consideración de los artículos 19 y 4%. 
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Existe una fórmula sustitutiva del artículo 19% pra- 
puesta por la Comisión. 


Léase. 
(Se lee:) 


“ARTICULO 1% — Cualquiera persona física o juridi- 
ca, pública o privada podrá deducir la acción de am. 
paro contra todo acto, omisión o hecho de las auto- 
ridades estatales o paraestatales, así como de particu- 
lares, que, en forma actual o inminente, a su juicio, 
lesion, restrinja, altere o amenace, con ilegitimidad 
manifiesta, cualquiera de sus derechos y libertades 
reconocidos expresa o implícitamente por. la Consti. 
tución (artículo 72), con excepción de los casos en 
que proceda la interposición del recurso de “habeas 
Corpus”. 


La acción de amparo no procederá en ningún caso: 


A) Contra los actos jurisdiccionales, entendiéndose 
tales, además de las sentencias, todos los actos dicta. 
dos por los jueces en el curso de los procesos con- 
tenciosos. 


B) Contra los actos de la Corte Electoral, cualqule- 
Ta. sea su naturaleza. 


C) Contra las leyes y los decretos de los Gobiernos 
Departamentales que tengan fuerza de ley en su ju- 
risdicción”. 


SEÑOR PRESIDENTE. — En consideración, 
SEÑOR RICALDONI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RICALDONTI. — Señor Presidente: en la tarde 
de hoy, en la sesión de la Comisión de Constitución y Le- 
gislación, con la presencia de los señores senadores Ortiz, 
Aguirre, Batalla y quien habla estuvimos cambiando ideas, 
tratando de recoger las distintas opiniones vertidas en 
Sala en la. última sesión del Cuerpo. 


Debo decir que la presente fórmula mejora sustan- 
cialmente la que venía en el proyecto que estamos con. 
siderando, Sin embargo, y tal como lo adelanté a los 
señores miembros de la Comisión, sigo manteniendo mi 
discrepancia en cuanto a incluir en este artículo 19 los 
actos, omisiones o hechos de las autoridades paraestata. 
les —como aquí se expresa— y a los actos, omisiones o 
hechos de los particulares. 


En la sesión del miércoles pasado varios señores se- 
nadores exteriorizaron su discordancia con el hecho de 
que los actos, omisiones o hechos de los particulares —y 
dentro de la objeción cabe también lo que tiene relación 
con las empresas paraestatales-— fueran susceptibles de 
paralizarse, a raíz de la interposición de un recurso de 
amparo. Creo que los argumentos que se dieron al res. 
pecto eran de peso y que este punto puede llegar a ser 


un verdadero semillero de dificultades en la vida diaria 


de la sociedad nacional, 
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Así, en esta primera etapa en que la aeción de am- 
paro deja de ser una elaboración —muy valiosa, pero ela. 
boración al fin— de la jurisprudencia del Tribunal de le 
Contencioso Administrativo y se le deriva hacia la com. 
petencia de los Jueces Letrados, deberíamos ser creo que 
fueron las palabras que empleé en la sesión anterior— 
muy prudentes en cuanto a: la extensión que le demos 
a este instituto. 


Por lo tanto, y para no demorar la consideración de 
este artículo, me permito proponer —a fin de dejar sen. 
tada de esta forma mi discrepancia— que se vote por 
separado la expresión “o paraestatales, así como de par- 
ticulares”. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Mesa advierte que lo que 
se puede desglosar es la votación por incisos, mo pudién- 
dose cambiar las expresiones contenidas en los artículos, 


SEÑOR BATALLA, —- Pido la palabra, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador, 


SEÑOR BATALLA. — En la tarde de hoy participa- 
mos en un intercambio —diríamos informal— de ideas 
entre varios de los integrantes de la Comisión de Cons. 
titución y Legislación. 


Debo decir que el texto modificativo que ahora se 
propone no cuenta con la unanimidad de las opiniones. 
Personalmente, tengo mis reservas con respecto al texto; 
en algunos de los planteos me allano al mismo, pero de- 
elaro que soy totalmente contrario a que todos los actos 
de la Corte Electoral queden eximidos de la acción dé 
amparo. Considero que no tiene sentido "establecer una 
exención general para todos los actos, cualquiera sea su 
naturaleza, emanados de lo que es, podría decirse, un 
poder del Estdo. 


Además creo —no sé si ello ha sido percibido por los 
señores senadores— que el articulo sustitutivo cambia 
sustancialmente el esquema del artículo 1%, que había. si 
do considerado en la sesión pasada, en la medida en que 
la referencia “a cualquier persona” se hace respecto del 
titular de un derecho lesionado. Es decir que cuando 
cambiamos la expresión “cualquiera de los derechos y li- 
bertades” por “cualquiera de sus derechos y libertades”, 
establecemos una relación entre el lesionado y el titular 
de la acción que no estaba planteada ni en el texto ori. 
ginal, ni en el proyecto del Poder Ejecutivo, ni en el apro- 
bado por la Cámara de Representantes, ni en el que fue 
inicialmente considerado por el Senado, 


Si bien inicialmente nos inclinamos -——y seguimos ha. 
ciéndolo— por una fórmula amplia, también debemos bus: 
car mecanismos que concilien voluntades y transformen 
en Derecho Positivo lo que entendemos constituye una 
importante garantía contra la arbitrariedad representada 
por la acción de amparo. 


Por otra parte, creemos que esto no se encontraba 
en los textos anteriores, sino que se incluye recién en 
esta nueva redacción, que es el literal c) del segundo pá- 
rrato en cuanto limita la posibilidad de existencia de la 
acción de amparo a las normas legislativas, tanto de ca- 
rácter nacional como departamental. 
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Declaro que no tengo inconveniente en allanarme a 
€sa solución en el entendido, claro y preciso, de que siem- 
pre nos vamos a encontrar con una acción de amparo que 
va 2 implicar un acto administrativo que implemente o 
ejecute lo que puede ser una norma legislativa de carác. 
ter nacional o departamental. 


En lo que me es personal, debo decir que no he me- 
ditado suficientemente sobre la que pueden ser sus al. 
cances limitativos y creo que ello constituye una condi- 
cionante que no puede ser precisada debidamente por 
ninguno de nosotros. 


Por esas razones, tiene que quedar muy claro que el 
artículo 1%, con la redacción planteada, significa una li. 
mitación importante del esquema en el que se manejaba 
anteriormente, tanto en el caso del texto aprobado por 
la Cámara de Representantes como en el que iniclalmen- 
te consideró la Cámara de Senadores, respecto a la ampli. 
tud con la que se concedía la acción de amparo. 


SEÑOR PRESIDENTE. —- La Mesa advierte que, a 
su juicio, no existe la contradicción que plantea el señor 
senador Batalla. Aunque el artículo 1% exprese “los de- 
rechos” o “sus derechos”, en el texto original hay un 
artículo 4% que dice que la acción de amparo deberá 
ser seguida por el titular del derecho o libertad, lesionado 
o amenazado. 


SEÑOR BATALLA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BATALLA. — Tal vez debí referirme a lo 
que el artículo 4% podía implicar, en cuanto a las modifi- 
caciones. El texto de este artículo fue sustituido por otro, 
en el cual la titularidad se otorga al lesionado, no al even- 
tualmente lesionado o al Gestor de Oficio. En la redac- 
ción prevista en el artículo 158 del Código de Procedi- 
miento Civil, evidentemente, se limita y condiciona en 
mucho el funcionamiento, no la ejecución de la acción 
de amparo. Pienso que debí haber señalado este aspecto, 
pero como luego se discutiría el artículo 4%, en la redac- 
ción del artículo 1% esa limitación aperecería muy clara, 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Tiene la palabra el señor 
senador. ' 


SEÑOR AGUIRRE. — Voy a comenzar por referir- 
me a lo que, a mi juicio, es menos importante, pero que, 
en definitiva, debemos resolverlo, Es decir, la forma en 
que vamos a votar. 


Como señalaba el señor Presidente, no podemos vo- 
tar una disposición que está a consideración como pro- 
yecto de ley y decir que se vota con una palabra o sin 
esa palabra. Creo que debemos votar, por lo menos, el 
inciso 1% del artículo con la redacción dada por la Co. 
misión en. la tarde de hoy. Si ésta no tiene mayoría, en. 
tonces se votará con la exclusión de la referencia a los 
hechos, de acuerdo con la posición del señor senador Ri- 
caldoni, que considero muy respetable. 


+ 
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: En segundo lugar, ante la posición del señor senador 
Batalla, contraria a la exclusión de los áctos de la Corte 
Electoral, pienso que, en lo que respecta a: dichos actos, 
podemos votar conjuntamente el literal a) y el c) y, en 
forma separada, el literal b). 


En cuanto al tema de fondo planteado por el señor 
senador Batalla, diré que comparto la posición de la Pre- 
sidencia. En realidad, creo que no ha habido ninguna mo- 
dificación sustancial del esquema previsto en la ley res. 
pecto a la legitimación activa para deducir la acción de 
amparo. 


: Como ya tuve oportunidad de señalar en la sesión 
anterior, ante una observación del señor senador Rical. 
doni.en cuanto a que existía contradicción entre los ar- 
tículos 19 y 4%, entiendo que, con la redacción anterior, 
no existía contradicción. Es decir que el artículo 19 esta. 
blecía en general la legitimación activa, o sea, definía a 
las personas que están legitimadas para entablar la .ac. 
ción de amparo en forma abstracta, genérica, sin refe. 
rencia concreta a ningún caso específico. El artículo 4, 
£uando se refiere al aspecto estrictamente procesal, es de. 
cir pensando en la deducción de la acción de amparo con 
zeferencia a una situación «perfectamente individualiza- 
da, establecía que tenía que ser el titular del derecho “le. 
sionado.o amenazado quien dedujera la acción de amparo. 


Quiere decir, señor Presidente, que si esto era asi 
en el proyecto venido de Comisión, en modo alguno ha 
habido modificación del esquema del proyecto. Tal como 
estaba redactado este proyecto, una persona no podía. de. 
ducir una acción de amparo para lograr la defensa O pro. 
tección de un derecho o libertad del cual no era titular. 


El artículo 49 establecía “que, en caso de imposibili- 
dad del titular del derecho, por vía de excepción cual- 
quier persona podría, entonces, deducir la acción. 


Los demás miembros de la Comisión ——por lo menos 
“áquellos que trabajaron en los meses finales del año pa- 
sado en la consideración de este proyecto— es decir los 
señores senadores Ortiz, Fá Robaina y Cersósimo, podrán 
corregirme si digo algo que no es exacto; pero, para mí, 
siempre fue claro que no estábamos consagrando una ac. 
ción cuyo titular pudiera ser cualquier persona que no 
tuviera ninguna relación con el derecho o libertad con. 
culcado o amenazado. Por consiguiente, insisto, señor Pre- 
sidente, en que no hemos modificado el esquema general 
del proyecto. Le hemos dado una nueva redacción al ar- 
tículo 1% a fin de que resulte congruente con la del ar. 
tículo 42 y que, en consecuencia, no sean pasibles de la 
tacha o crítica de contradictorios que a uno y otro ar- 
tículo les hizo el señor senador Ricaldoni en la sesión 
pasada, 


Por otra parte, deseo remarcar que en nuestro De. 
recho Constitucional no existen las llamadas acciones po- 
pulares que parten del supuesto. de la existencia de un 
derecho subjetivo a la legalidad, del cual son titulares to- 
dos los ciudadanos; así, no se reconoce ese derecho sub. 
jetivo, para deducir la acción de inconstitucionalidad de 
Jas leyes ni para la acción de nulidad de los actos admi. 
nistrativos ante el Tribunal de lo Contencioso Adminis- 
trativo. En uno y otro caso se exige, en quien deduce la 
acción de nulidad o la de inconstitucionalidad de las le- 
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yes, la titularidad de un derecho subjetivo o de un inte- 
rés directo, personal y legítimo. En caso contrario, la ac» 
“ción se'rechaza. 


La única excepción que existe en nuestro Derecho 
Público es el recurso de “habeas corpus”; allí sí, la Cons. 
titución permite deducir el recurso a cualquier persona. 
Pero ello es en función de que se parte del supuesto, con. 
firmado por la realidad, de que el titular del derecho es 
precisamente la persona privada de su libertad personal 
y, entonces, por una razón fáctica, por una imposibilidad 
de hecho, esa persona no puede deducir el recurso de 
“habeas corpus” desde que está privado de su libertad. 
Es por esa única razón que la Constitución, en ese caso 
excepcional, reconoce legitimación activa para interponer 
ese recurso a cualquier persona. Pero la Constitución no 
reconoce legitimación activa a cualquier persona para 
interponer una acción o excepción de inconstitucionalidad, 
así como tampoco para interponer una acción de nulidad 
ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


Es, pues, perfectamente congruente este proyecto de 
ley con nuestro sistema constitucional, cuando no reco. 
noce legitimación activa para interponer el recurso de 
Amparo a cualquier persona, aun no siendo ésta titular 
del” derecho "o libertad conculcada, restringida, lesionada 
'o amenazada. 


En cuanto a la exclusión de los actos legislativos, O 
sea de las leyes y de los decretos de los Gobiernos De- 
partamentales, que tengan fuerza de ley en su jurisdic. 
ción, tal como dice la Constitución de la República. —si 
no recuerdo mal en su artículo 260— pienso que simple- 
mente estamos diciendo a texto expreso, en la ley, lo que 
todos los miembros de la Comisión pensábamos. Cuando 
consideramos este proyecto de ley, a ninguno de nosotros 
se nos ocurrió que se pudiera interponer una acción de 
amparo contra una ley o contra un acto con fuerza de 
ley de los Gobiernos Departamentales. 


En el Derecho Público, tal como lo enseñaba el doc- 
tor Justino Jiménez de Aréchaga, es de pésima técnica 
atribuirle una misma competencia a dos autoridades dis- 
tintas. 


En materia de actos con fuerza de ley, la única ra- 
zón por la cual ser les puede cuestionar, es decir, discutir 
su legitimidad, es por su inconstitucionalidad. El juzga- 
miento de la inconstitucionalidad de las leyes está come- 
tido en forma excepcional y exclusiva a la Suprema 
Corte de Justicia. 


Si el amparo procede cuando un acto estatal lesiona, 
como dice la ley, con ilegitimidad manifiesta, cualquiera 
de los derechos y libertades de los particulares, se está 
diciendo, al mismo tiempo, que si ese acto está referido 
a una ley, tiene que ser inconstitucional, porque, de lo 
contrario, no puede padecer de ilegitimidad manifiesta. 


El único taso en que una ley o un acto con fuerza 


de ley padece de ilegitimidad manifiesta es, precisamente, 


cuando es inconstitucional. 


(Ocupa la Presidencia el señor senador Américo Ri. 
caldoni) 
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—Y sí es inconstitucional, su ineonstitucionalidad no 
puede ser juzgada simultáneamente por un Juez Letrado 
y por la Suprema Corte de Justicia. De otra manera, €s. 
tamos corriendo el riesgo de que un Juez Letrado haga 
lugar al amparo y que la Suprema Corte de Justicia, por 
el contrario, considere constitucional esta ley. 


Hemos puesto esta excepción, señor Presidente, a 
texto expreso, para corregir parte de las preocupaciones 
que había manifestado el señor senador Ricaldoni en la 
sesión pasada, con respecto a que el amparo procediera 
contra actos del Poder Legislativo. Nosotros creemos que 
el amparo puede proceder contra actos administrativos del 
Poder Legislativo, como procede la acción de nulidad 
ánte el Tribunal de lo Contencioso Administrativo contra 
esos actos administrativos, Pero en ningún caso contra 
actos legislativos, contra leyes emanadas del Poder Legis- 
lativo. 


No deseaba seguir extendiéndome en este tema de' 
carácter técnico, pero, ante lo que se expresó en Sala, 
creí pertinente dejar sentadas estas puntualizaciones. 


SEÑOR TARIGO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Tiene la palabra el doctor Tarigo. E 


SEÑOR TARIGO. — Comprendo, señor Presidente, 
la buena voluntad que ha puesto de manifiesto la Comi. 
sión de Constitución y Legislación para mejorar el texto 
del artículo 1% que había sido objetado por varios se- 
fñores senadores, En lo que me es personal no me parece 
convincente la modificación que se ha hecho con referen- 
cia a los actos jurisdiccionales; es decir, el actual apar. 
tado a) del texto sustitutivo propuesto. El texto original 
decía que “La acción de amparo no procederá en ningún 
caso contra los actos jurisdiccionales, cualquiera sea su 
naturaleza”. 


Creo, señor Presidente, que a este texto habría que 
agregarle, después de “cualquiera sea su naturaleza”, lo 
siguiente: “y el órgano de que emane”. Sabido es que 
actos jurisdiccionales no son exclusivamente los del Poder 
Judicial. Lo son también, naturalmente, los del Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo. No obstante puede ha. 
ber actos jurisdiccionales inclusive emanados del propio 
Poder Legislativo. El caso típico es el del juicio político, 
como ya se recordó en la sesión anterior. 


Me parece que con esta nueva redacción, que define 
los actos jurisdiccionales como emanados exclusivamente 
de los órganos del Poder Judicial, porque dice “contra 
los actos jurisdiccionales”, entendiéndose por tales, ade- 
más de las sentencias, todos los actos dictados por los 
jueces en el curso de los procesos contenciosos, estamos 
eliminando, ahora, de una manera no implícita sino ex. 
presa -——no querida, sin ninguna duda, pero de manera 
expresa, repito— la irrecurribilidad contra los actos ju-. 
risdiccionales emanados, por ejemplo, del Poder Legis- 
lativo. 


Es evidente, que por el argumento a contrario al des. 
cartarse del inciso 32 la recurribilidad o la pertinencia de 
la acción contra las leyes, se está omitiendo la referencia 
a los actos jurisdiccionales emanados del Poder Legislativo. 
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En consecuencia, propondría una redacción que con. 
templara las dos objeciones, que dijera “que la acción 
de amparo no procederá en ningún caso: a) contra los 
actos jurisdiccionales, cualquiera sea su naturaleza y el 
órgano de que emanen”. A renglón seguido decir, en lo 
que refiere a los actos emanados de los órganos del Po- 
der Judicial: “se entiende por actos jurisdiccionales, ade- 
más de las sentencias, todos los attos dictados por los 
jueces en el curso de los procesos contenciosos.” 


De esta forma combinamos las dos cosas y extende- 
mos el concepto de acto jurisdiccional —no lo limitamos, 
digo, a los actos emanados de los órganos del Poder Ju- 
dicial— y excluimos, tanto a unos como 'a otros, de la 
acción del recurso de amparo. 


Muchas gracias. 
SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Simplemente, para decir que 
el Doctor 'Tarigo ha propuesto una fórmula que mejora 
la redacción del artículo que estamos considerando. En 
lo que me es personal, la acepto y estoy dispuesto a vo. 
tarla. : 


SEÑOR BATALLA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR BATALLA. — Creo que la fórmula que plan. 
tea el señor Vicepresidente de la República, doctor Tari, 
go, es correcta y mejora sensiblemente el texto de la Co- 
misión, en lo que se refiere a la delimitación del conte- 
nido del acto jurisdiccional. Pero pese a la ilustrada opi 
nión del señor senador Aguirre, sigo pensando que la fór- 
mula de los artículos 19 y 4% del texto que la Comisión 
hoy somete a consideración del Senado, continúa siendo 
enormemente limitativa con respecto a la fórmula que ini. 
cialmente habíamos considerado. 


No obstante, señor Presidente, esto no es el centro de 
la cuestión porque' ahora lo que importa es ir desbrozan: 
do el camino para que la acción de amparo sea derecho 
positivo, : 


Nada más, 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Si no se hace uso de la palabra, correspondería votar 
por incisos. 


Por razónes reglamentarias, puesto que estoy en la 
Mesa, me veo obligado a rechazar mi propia propuesta, lá 
que fue formulada desde la banca. Es decir, me voy a 
abstener de votar el inciso primero —que habrá que vo- 
tar en primer lugar— por la razón que ya he señalado. 
Sin perjuicio de ello deseo que conste en actas mi confor- 
midad con el resto de la redacción de este artículo 1%. 


SEÑOR TOURNE. — Pido la palabra. 


378.5. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni) — 
Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR TOURNE. — Señor Presidente: deseo plantear 
una sugerencia a los señores miembros informantes de 
este proyecto venido de la Comisión de Constitución y Le- 
gislación. 


Resulta claro quienes tienen la convicción o la legiti- 
mación activa para deducir la acción de amparo. No así 
la determinación del sujeto pasivo de la acción, aquel 
contra quien se dirige una petición, aquel contra quien 
se formaliza el recurso. La norma señala como tales a las 
autoridades estatales o paraestatales y regula, luego, úni. 
camente a las personas fisicas. Digo esto porque la expre. 
sión “particulares” no tiene otro contenido que la refe- 
rencia a una persona individual. Se deja libre el campo 
de las empresas o personas privadas, cualesquiera fuera 
su naturaleza jurídica, Es decir, personas físicas o eolecti- 
vas. Entonces puede surgir la duda de si una sociedad 
anónima que dicte determinados actos, o que genere la 
ciecución de hechos concretos que introducen modifica. 
ciones, quedaría fuera de la nómina de aquellas personas 
contra quienes puede dirigirse un recurso de amparo. ¿Por 
qué? Las sociedades colectivas, ¿son particulares? ¿La ex- 
presión “particular” tiene pertinencia, es un concepto ade. 
cuado, es la correcta para designar, por ejemplo, a una 
sociedad anónima, a una cooperativa, etcétera? 


Creo que no hay que dejar este tipo de fisuras sin 
aclarar. Por lo tanto me parece elemental que la disposi. 
ción diga, luego de “o hecho de las autoridades estatales 
o paraestatales”, lo siguiente: “así como de personas pri- 
vadas, cualesquiera fuere su naturaleza”. Si se quisiera 
detallar mejor, se podría decir “así como de empresas pri- 
vadas o de particulares”. Entiendo que se abarcarían me. 
jor todos los casos estableciendo, simplemente, que la ac- 
ción de amparo se dirige contra todo acto, omisión o he- 
cho de las autoridades estatales o paraestatales, así como 
de cualesquiera persona privada. 


Por consiguiente, reitero que la expresión “particula. 
res” debería eliminarse y en su lugar tendría que hacerse 
mención a “toda persona privada”, que es en realidad lo 
que se quiere comprender. Además, en ese concepto en- 
tran personas individuales y colectivas. Es en este sentido 
que sugiero se realice la modificación, señor Presidente. 


Por otra parte, acompaño el punto de vista expresado 
por el señor senador Batalla en cuanto a que, sin duda, 
hay actos administrativos de la Corte Electoral que no 
pueden quedar fuera del recurso de amparo. Otra cosa es 
si de lo que se trata es de soslayar la dificultad de re- 
gular cuál es la naturaleza jurídica de los actos de la 
Corte. Aquí se ha señalado que tienen naturaleza juris. 
diccional. ¿Por qué? Porque es la justicia electoral y por 
tanto dicta actos jurisdiccionales en materia electoral. 
Asimismo, realiza otra serie de actos que no tienen la 
categoría de aquéllos. 


Parecería, sin duda, que si la Corte Electoral actúa 
en la vía de hechos o simplemente omite actuar, enton- 
ces, cabe el recurso de amparo, porque está previsto que 
es contra los actos de dicha Corte pero, en realidad, no 
contra sus omisiones o hechos. ¿Qué es lo que queremos? 
Entiendo que no podemos establecer una norma de esta 
especie que admita una complejidad interpretativa, que 
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puede ser muy extensa, aun euando.todos los actos de la 
Corte son objeto de recurso y contra ellos cabe Ja intro. 
ducción de otros tendientes, precisamente, a lograr una 
sustitución. De cualquier manera, el carácter tan general 
de este apartado B), contra los actos de la Corte Electo. 
ral, no ya contra los jurisdiccionales sino contra todos, 
cualesquiera sea su naturaleza, me parece —comparto el 
punto de vista del señor senador Batalla— que escapa 
realmente de lo que ha sido el sentido muy concreto, o 
sea eliminar los actos jurisdiccionales y no otros. 


Termino, señor Presidente. 


1... Sobre el primer aspecto, si se considera que realmente 
aclara más, que se especifique cuál es el concepto de la 
legitimación pasiva, es decir quién es aquel contra quien 
se dirige el recurso, saliendo de la enumeración de acti. 
vidades estatales o paraestatales para pasar a incluir a 
toda persona privada, entre las que comprenderíamos a 
las físicas, a las jurídicas y a los propios particulares. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Antes de pasar a votar el inciso primero, quiero señalar 
que tengo una duda con -respecto a la redacción que se 
ha dado —-recién lo advierto— a su primera parte, la que 
hace referencia a las “autoridades estatales o paraestata- 
les”. Parecería que se estuviera hablando de autoridades 
paraestatales, cosa que me rechina. No sé si algún miem: 
bro informante pedría hacer algún comentario al respecto. 


SEÑOR BATALLA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr, Américo Ricaldoni). — 
Tiene la palabra el señor miembro informante. 


SEÑOR BATALLA. — El problema con respecto a este 
artículo 19 es que fue objeto de una ardua deliberación. 
Creo que ninguno de los integrantes de la Comisión, por 
lo tanto tampoco sus miembros informantes, estamos en 
condiciones de admitir modificaciones en ese sentido ni 
de cambiar sustancialmente lo que es un concepto en 
cuanto a la legitimación activa o pasiva. En algunos as- 
pectos, de acuerdo con lo que ha surgido en la discusión, 
y Más recientemente respecto a lo que planteaba el señor 
senador Tourné, quizás haya dejado algo fuera de su pro- 
tección. Entiendo que dentro del concepto de particulares 
están comprendidas las sociedades que señalaba el señor 
senador. 


En Cuanto a la expresión “autoridades paraestatales”, 
es un concepto que se manejó en la Comisión que entien- 
do que refiere a estructuras ajenas al funcionamiento es- 
tatal, pero no de contenido estrictamente privado. Es de- 
cir, serían personas públicas no estatales. 


Como verá, señor Presidente, es poco lo que podemos 
aportar como elemento clarificador. Naturalmente que con 
estas manifestaciones no hago más que expresar mi opi. 
nión. Quizás el señor senador Ortiz, a pesar de su silen- 
cio inteligente, como miembro informante, podrá aportar 
su opinión a la Comisión, aunque sea a través de un ges- 
to, para saber si está de acuerdo o no con mi interpre. 
tación. 


SEÑOR ORTIZ. — Siempre estoy de acuerdo. 


SEÑOR BATALLA. -— Muchas graciás. 
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SEÑOR CERSOSIMO. — ¿Con el señor senador? 
SEÑOR BATALLA. — Así lo ha dicho. 
SEÑOR ORTIZ. — Sobre todo en los últimos tiempos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Léase el inciso primero del artículo 19. 


(Se lee:) 


“Artículo 19 — Cualquiera persona física o juridica, 
pública o privada podrá deducir la acción de amparo con- 
tra todo acto, omisión o hecho de las autoridades estata- 
les o paraestatales, así como de particulares, que, en for- 
ma actual o inminente, a su juicio, lesione, restrinja, 
altere o amenace, con jlegitimidad manifiesta, cualquiera 
de sus derechos y libertades reconocidos expresa. o implí- 
citamente por la Constitución (artículo 72) con excepción 
de los casos en que proceda la interposición del recurso 
de habeas corpus'”. 


—Si no se hace uso de la palabra, se ya a votar. 


SEÑOR AGUIRRE. — Después de la palabra “priva- 
da” debe ir una coma. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Exactamente. 


Si no se hate uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
—18 en 19. Afirmativa. 


Léase el literal A), con la modificación propuesta por 
el señor Presidente del Senado. 


(Se lee:) 


“La acción de amparo no procederá en ningún caso: 
A) Contra los actos jurisdiccionales, cualquiera sea su 
naturaleza y el órgano del que emanen; por lo que refiere 
a. los actos emandos de los órganos del Poder Judicial, se 
entiende por actos jurisdiccionales, además de las senten- 
cias, todos los actos dictados por los jueces en el curso 
de los procesos contenciosos”. 


SEÑOR AGUIRRE. -— Que se Vote, señor Presidente, 

SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el resto del 
artículo —es decir, lo que ha sido leído y el literal C)— 
con excepción del literal B). 

Para que quede más claro, léase también el literal C). 

(Se lee:) 

“C) Contra las leyes y los decretos de los Gobiernos 
Departamentales que tengan fuerza de ley en su jurisdic- 
ción”. 


—$Si no se hace uso de la palabra, se van a votar 
los literales A) y C) del artículo 19. 
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—20 en 21, Afirmativa. 

Léase el literal B), 

(Se lee:) 


“B) Contra los actos de la Corte Electoral, cualquiera 
sea su naturaleza”. 


—Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
—16 en 21. Afirmativa, 


SEÑOR BATALLA. — Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). -- 
Tiene la palabra el señor miembro informante. 


SEÑOR BATALLA. — Deseo señalar que, por los fun. 
damentos que hemos expuesto en el curso del debate, el 
Frente Amplio ha votado negativamente esta disposición. 
Entendemos que constituye un mecanismo profundamente 
discriminatorio y no sabemos por qué razón exime a la 
Corte Electoral de toda garantía ante la acción de am. 
paro. 


SEÑOR TOURNE. — Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR TOURNE. -— Deseo manifestar que he votado 
por la negativa, esencialmente, porque-no he podido es- 
cuchar o entender qué razones determinan esta exclusión 
genérica, “in totum”, de los actos de la Corte Electoral. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni), — 
Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CERSOSIMO. — También he votado mnegati- 
vamente esta disposición, porque entiendo que los actos 
administrativos de la Corte Elecioral no pueden estar ex. 
cluidos de la acción de amparo. Si la disposición dijera. 
“contra los actos de la Corte Electoral de naturaleza elec- 
toral”, no habría problemas y la situación sería distinta. 
Pero no me parece acertado excluir los actos administra. 
tivos de la Corte Electoral de esta acción que estamos 
proyectando. 


Además, señor Presidente, deseo expresar que el señor 
senador Batalla dijo que el Frente Amplio había votado 
en contra; aunque no pertenezco al Frente Amplio, tam. 
bién voté en contra. 


SEÑOR BATALLA. — Que se rectifique la votación, 
señor Presidente. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Se va a rectificar la votación con respecto al literal b) 
del artículo 19. 


(Se vota:) 
—-16 en 22. Afirmativa. 


Los artículos 2% y 3% habían sido aprobados en la se- 
sión anterior. 


Léase el artículo 42, 


(Se lee:) 


Ha llegado a la Mesa una fórmula sustitutiva pro- 
puesta por la Comisión. 


Léase. 
(Se lee:) 


“Artículo 4% Inciso 19 — La acción de amparo debe- 
rá ser deducida por el titular del derecho o libertad 
lesionados o amenazados, pero si éste estuviera impo- 
sibilitado de ejercerla podrá, en su nombre, deducirla 
cualquiera de las personas referidas en el artículo 
158 del Código de Procedimiento Civil, sin perjuicio 
de la responsabilidad de éstas, si hubieren actuado 
con malicia o con culpable ligereza”. 


——En consideración. 
SEÑOR AGUIRRE. — ¿Me permite, señor Presidente? 


Considero que hay que eliminar la referencia al in- 
clso 1? porque este artículo no los tiene. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
La Mesa aclara que la fórmula sustitutiva abarca sola. 
mente al inciso 1% del artículo 4%, pero éste continúa luego 
tal como figura en el repartido. 


A fin de clarificar las dudas que pudieran existir, léa- 
se el resto del artículo 49. 


(Se lee:) 


“En todos los casos deberá interponérsela dentro de 
los treinta días a partir de la fecha en que se produjo 
el acto, hecho u omisión caracterizados en el artículo 19. 
No le correrá el término al titular del derecho o libertad 
lesionados si estuviere impedido por justa causa”. 


SEÑOR BATALLA. — ¿Me permite, señor Presidente? 
Deseo solicitar a la Mesa que proceda a dar lectura 
nuevamente al inciso 19 del artículo 49 en la fórmula pro- 


puesta por la Comisión, 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Léase la fórmula sustitutiva del inciso 1% del artículo 40, 


(Se lee:) 


“Artículo 4% inciso 1% — La acción de amparo deberá 
ser deducida por el titular del derecho o libertad lesio- 
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nados. o amenazados, pero. si éste estuviera imposibilitado 
de ejercerla podrá, en su nombre, deducirla cualquiera 
de las personas referidas en el artículo 158 del. Código de 
Procedimiento Civil, sin perjuicio de la responsabilidad de 
éstas, si hubieren actuado con malicia o con culpable li. 
gereza.” 


SEÑOR BATALLA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr, Américo Ricaldoni). -— 
Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR BATALLA. — Señor Presidente: quiero se- 
ñalar que me incliné por la fórmula más amplia de la 
acción de amparo, pero en la medida en que no hubo 
acuerdo sobre lo que inicialmente se había establecido en 
el artículo 4%, accedí a acompañar esta propuesta que creo 
que es limitativa pero igualmente ofrece suficientes ga. 
rantías como para ejercer la acción de amparo. 


Por otra parte, en el segundo párrafo se emplea la 
expresión “en todos los casos deberá interponérsela”, que 
a mi juicio no queda bien. Creo que sería más convenien- 
te establecer “en todos los casos deberá ser interpuesta 
dentro de los treinta días”. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
¿Los demás miembros de la Comisión aceptan la propuesta 
del señor senador Batalla relativa a este inciso del ar- 
tículo 49? 


SEÑOR AGUIRRE. — Sí, señor Presidente. 
SEÑOR TARIGO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Tiene la palabra el señor Presidente del Senado, doctor 
Tarigo. 


SEÑOR TARIGO. — En la sesión anterior se había 
objetado la extensión del plazo de treinta días y, según 
creo recordar, había existido cierto acuerdo en el seno de 
la Comisión en el sentido de reducirlo a quince días. 


SEÑOR BATALLA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR BATALLA. — Quiero aclarar que en el día 
de hoy no hubo acuerdo en la Comisión en cuanto a ese 
punto. 


Se estuvo deliberando con respecto a si el plazo debía 
o no ser de caducidad. Nosotros entendimos que se trata. 
ba de un plazo suficientemente extenso como para que 
la garantía fuera real, y suficientemente breve como para 
que no implicara una posibilidad de incertidumbre en el 
manejo del derecho. Por lo tanto, decidimos mantener el 
plazo de treinta días. 


SEÑOR AGUIRRE. — Aclaro que comparto la posi. 
ción expresada por el señor senador Batalla. 


SEÑOR TARIGO. — Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricáldoni). — 
Tiene la palabra el señor Presidente del Senado, doctor 
Tarigo. á 


SEÑOR TARIGO. — Simplemente traje a colación el 
recuerdo de lo que se había manifestado en la sesión an- 
terior. En esa oportunidad se había hecho hincapié en 
que para deducir el recurso administrativo de revocación, 
que es el que va a abrir la instancia administrativa que 
se debe agotar en primer lugar para luego acceder a la 
acción de nulidad del Tribunal de lo Contencioso Admi- 
nistrativo, la propia Constitución establece un plazo de 
diez días. Es decir que para una acción, recurso o proce- 
dimiento mucho más amplio, que tiene una consecuencia 
más importante —porque se trata de anular definitiva- 
mente el acto administrativo— se fija un plazo menor, 
de diez días. Sin embargo, para esta acción de amparo, 
que tiene un contenido más limitado pues se refiere ex- 
clusivamente a una tutela inmediata y ante un perjuicio 
inminente, parece un contrasentido extender el plazo a 
treinta días. 


Entonces, si para deducir la acción mayor —por lla. 
marla de alguna manera— hay que empezar interponiendo 
un recurso administrativo cuyo plazo es de diez días, no 
tiene sentido que para conjurar un mal inminente se abra 
un plazo de treinta días. 


Por lo tanto, pienso que debemos establecer el mismo 
plazo de diez días o, en vía de transacción, fijar uno de 
quince días. 


Esto es lo que se había manejado en la sesión ante- 
rior, que comparto y traigo a colación en estos momentos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr, Américo Ricaldoni). — 
Quiero aclarar que en la reunión de la Comisión de esta 
tarde manejé argumentos similares a los que acaba de 
exponer el señor Presidente del Senado. 


SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ORTIZ. — Deseo ratificar lo manifestado por 
el señor senador Batalla en cuanto a que en la sesión de 
la Comisión no hubo ambiente para modificar este plazo. 


Por otra parte, en cuanto a lo que se manifestó en 
la sesión anterior del Senado -——cuyo recuerdo trajo a co- 
lación el señor Presidente— cuando se trata, por ejem. 
plo, de un nombramiento o de un ascenso, el damnificado 
tiene un conocimiento previo del suceso que va a gene. 
rar, en definitiva, la injusticia acerca de la que él protes. 
ta. En cambio, estos casos son repentinos; nadie puede 
saber qué acto o hecho de una autoridad lo va a perju- 
dicar y, en consecuencia, no puede estar preparado. 


Supongamos que el hecho ocurre durante un feriado 
o una ausencia del país. Evidentemente, el damnificado 
tiene que acudir a un abogado, explicarle el caso y pre- 
sentarse, lo que no es fácil de realizar en pocos días. 


De manera que nos pareció que el plazo de treinta 
días era prudente, Había quienes sostenían que se lo de- 
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bía fijar en sesenta días, mientras que otros preferían 
que fuera de quince días. Entendimos que estableciendo 
que el plazo fuera de treinta días, se conciliaban los dos 
extremos: por una parte, no se prolongaba demasiado el 
proceso y, por otra, no es un periodo tan exiguo que haga 
ilusorio el derecho que por este proyecto concedemos a 
los interesados. : 


SEÑOR BATALLA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni)». — 
Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR BATALLA. — Deseo señalar que el señor 
senador Ortiz ha expresado con precisión lo que iba a ma. 
oifestar. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Señor Presidente: en la se- 
sión pasada traje el informe que nos hizo llegar el Insti- 
tuto Uruguayo de Derecho Administrativo, en el que pro. 
ponían un plazo de sesenta días. 


Como en el proyecto original del Poder Ejecutivo no 
figuraba plazo y en algún otro se establecía uno de quin. 
ce días, hicimos una suerte de balance y lo fijamos en 
treinta días, en lugar de los sesenta que aconsejaba el 
Instituto Uruguayo de Derecho Administrativo, de los 
quince que ya estaban establecidos y de lo que contenía 
el proyecto original del Poder Ejecutivo, que no fijaba 
plazo para la interposición de la acción de amparo. Des. 
pués de deliberar largamente en Comisión, se llegó a este 
plazo de treinta días. 


Aclaro que no me aferro al plazo de treinta dias, má- 
xime si éste ha sido cuestionado por el señor Vicepresi- 
dente de la República. 


SEÑOR TARIGO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr, Américo Ricaldoni). — 
Tiene la palabra el señor Presidente del Senado, doctor 
Tarigo. 


SEÑOR TARIGO. — Deseo señalar que tampoco me 
aferro a los plazos; creo que el hecho de que sea de quin- 
ce o treinta días no es demasiado significativo, 


Frente a esa invocación reiterada de la opinión del 
Instituto Uruguayo de Derecho Administrativo, debo de- 
cir que, a mi juicio, la similitud no es apropiada porque 
la acción de nulidad se interpone después que se ha ago- 
tado la vía administrativa. Para decirlo de una manera 
más gráfica y poco ortodoxa: en medio de un procedi. 
miento, cuando el litigante ya está apelando o recurriendo 
contra la Administración, y cuenta con todos los elemen- 
tos de juicio, el plazo es de sesenta días. Sin embargo, en 
este caso estamos refiriéndonos al momento cuando se va 
a iniciar la acción. 


La similitud, entonces, sería con el recurso de revo. 
cación, que según la Constitución tiene un plazo de 10 
días. 
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No hago hincapié en el punto; como en la sesión pa- 
sada se había discutido sobre él, me pareció que en ésta 
no debíamos pasarlo por alto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Se va a votar el artículo 4% con las modificaciones pro- 
puestas. 


(Se vota:) 


—.19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 62. 

(Se lee) 

—En consideración. 


Si se me permite intervenir desde la Presidencia, de- 
seo plantear algunas dudas sobre la eventual colisión que 
puede haber entre dos normas que figuran en este artículo. 


Por un lado, se da al Juez la facultad de diligenciar 
para mejor proveer y, por otro, se habla de un plazo de 
no más de tres días para dictar sentencia. Si el Juez dis- 
pone de una audiencia para mejor proveer que no pu- 
diera ser diligenciada y traída al juicio en los tres días, 
¿este plazo se entiende que es improrrogable y en con- 
secuencia debe dictar la sentencia, en cuyo caso habría 
que aclarar que esos tres días son improrrogables y que 
suspendería el transcurso de esos tres días? 


SEÑOR BATALLA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Tiene la palabra el señor miembro informante. 


SEÑOR BATALLA. — Creo que no hay nulidad si 
el Juez no dicta sentencia dentro de los tres días. 


Si comparamos el texto de este artículo en el pro. 
yecto redactado por nosotros con el que viene aprobado 
por la Cámara de Representantes, notamos que en la par- 
te final se establece la palabra “perentorio”, correspon- 
diente a la audiencia inicial, que nosotros hemos elimina. 
do. Entendimos que era imprescindible dar al procedi. 
miento, en materia de acción de amparo, una rapidez 
compatible al máximo con el estado de nuestra Justicia, 
pero tampoco estableciendo mecanismos que de no cum- 
plirse en los plazos fijados implicara la nulidad de los 
procedimientos, porque, entonces, no estaríamos estable. 
ciendo mecanismos de amparo, sino complicando aún más 
el funcionamiento de la Justicia. 


SEÑOR CERSOSIMO. — ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR BATALLA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Puede interrumpir el señor senador. 


SEÑOR CERSOSIMO, — Me parece que la observa. 
ción que hacía el actual señor Presidente está salvada en 
el inciso tercero del artículo 6%, que dice: “Sólo en ca- 
sos excepcionales podrá prorrogarse la audiencia por has- 
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ta tres días”. De modo que salvo en estos casos, en los 
demás es improrrogable la audiencia del inciso primero 
de este artículo 6% 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
No es así, señor senador, porque se podría entender que 
se suspende el plazo de tres días, es decir que no está 
corriendo mientras se cumple con la diligencia para me- 
jor proveer. 


Puede continuar el señor senador Batalla, 


SEÑOR BATALLA. — Creo que el señor senador Cer- 
sósimo se refiere 2 un plazo fijado anteriormente. 


De cualquier manera, no establecido un mecanismo de 
Nulidad, pienso que no realizándose la audiencia dentro 
del plazo de tres días, el Juez igualmente tendrá el po- 
der de imperio para realizarla, 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr, Américo Ricaldoni). — 
Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — En la última sesión nos 
referimos a la notificación telefónica, sistema que es inu- 
sual y que en el caso tiene la particularidad de que hace 
imposible lo que es una necesidad del proceso, O sea, co- 
nocer las copias, de los escritos de los que se notifican 
cuando las hay. Si la notificación se hace telefónicamen- 
te, no se puede dar lectura de los escritos presentados por 
la contraparte, ni la parte enunciativa de una sentencia 
interlocutoria. 


Por tanto, propongo omitir la expresión “telefónica- 
mente” y decir: “Las notificaciones podrán realizarse por 
intermedio de la autoridad policial”. De esta manera, se 
recoge lo que ya establece uno de los artículos de la Ley 
N* 13.355, aun cuando en ella sólo se aplica para noti. 
ficaciones en zonas rurales. 


SEÑOR BATALLA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Tiene la palabra el señor miembro informante. 


SEÑOR BATALLA. — En lo personal, no me Opongo a 
que se suprima la palabra “telefónicamente”, lo que no 
implica que no puedan hacerse citaciones por esa vía. 


Las modificaciones propuestas son atendibles. De to- 
dos modos, no quiero comprometer la opinión de la Co- 
misión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). -— 
¿Los demás miembros de la Comisión están de acuerdo 
con las modificaciones propuestas? 


SEÑOR ORTIZ. — Si, señor Presidente, 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 
6%, con las modificaciones propuestas. 


(Se vota:) 


—22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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16) JOSEP TARRADELLAS EX-PRESIDENTE 
DE LA GENERALITAT DE CATALUNYA. 
Su fallecimiento. 


SEÑOR FERREIRA. — Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
“Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR FERREIRA. -— Hice llegar a la Mesa una 
moción solicitando se me autorizará a hacer uso de la 
palabra en la media hora fina] para referirme al reciente 
fallecimiento del ex-Presidente de la Generalitat de Ca- 
talunya, Josep Tarradellas, 


Sé que algunos señores senadores se retirarán de Sala 
en virtud de tener que asistir a los homenajes que se le 
hacen al contador Enrique Iglesias, que se encuentra en 
nuestra ciudad. Por lo tanto, como no quisiera hablar an- 
te un quórum demasiado bajo, sobre todo porque tengo 
la impresión de que el tema a que me voy a referir roza 
la sensibilidad de muchos señores senadores -——piens0 en 
particular en el señor senador Gargano que durante tan- 
tos años vivió en el exilio en Catalunya— solicito se me 
autorice a hacer uso de la palabra para rendir homenaje 
póstumo a esa personalidad internacional, una vez ter- 
minada la hora previa de la sesión a realizarse en el día 
de mañana. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la moción 
formulada por el señor senador Ferreira. 


(Se vota:) 


—21 en 22. Afirmativa. 


17) ACCION DE AMPARO. Su regulación. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Continúa en discusión particular el proyecto que regula 
la acción de amparo. 


Léase el artículo 79. 

(Se lee) 

—-En consideración. 

SEÑOR GARCIA COSTA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Tiene la palabra. el señor senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — En este artículo se plan- 
tean algunas contradicciones; el inciso segundo del ar- 
tículo en estudio es contradictorio del artículo 5% que 
acabamos de aprobar. 


En efecto el artículo 5% dice que la demanda se pre- 
sentará con las formalidades preseriptas en el Código de 
Procedimiento Civil. Por lo tanto, no puede darse en €sa 
circunstancia la eventualidad prevista en este inciso 2%, 
porque de acuerdo a las formalidades del Código de Pro- 
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cedimiento no hay demanda contra lo desconocido. Debe 
identificarse contra quien se dirige. En consecuencia, está 
en Colisión el artículo 5% con el inciso 2% del propuesto 
artículo 79. 


Por otra parte, el artículo 6% está organizado racio- 
nalmente puesto que viene a continuación del artículo 5%, 
donde existe un demandado concreto. No puede haber 
pues un responsable desconocido. Tanto el artículo 5% co- 
mo el 6% parten pues de la base de que existe, tal como 
lo pide el Código de Procedimiento, una identificación 
de la contraparte. 


Igualmente, el artículo 8% —no quiero adelantarme 
en el estudio pero creo que está vinculado con el que €s. 
tamos tratando— hace referencia a que “la sentencia 
que haga lugar al amparo deberá contener: a) La €x- 
presión concreta de la autoridad o el particular a quien 
se dirija”. 


Se vuelve a enunciar aspectos contradictorios: por un 
lado, con los artículos 5% y 6% que determinan que la 
demanda se hará de acuerdo a las prescripciones del Có- 
digo de Procedimiento, lo que implica que se dirige con- 
tra personas, física o jurídica, estatal o privada, pero 
identificables. 


En cambio, el inciso 2% del artículo 7? y, en parte, 
el literal a) del 89% aluden o parecen aludir a una situa- 
ción procesal en la que no se determinó precisamente al 
demandado. 


Sin embargo, señor Presidente, me parece perentoria 
la necesidad de prever en la ley, que cuando alguien está 
lesionado en sus derechos, y no es Capaz o no puede 
identificar con exactitud la persona contra la que tiene 
que dirigir la acción de amparo igualmente pueda en- 
tablar ésta. 


Por todo lo expuesto, me parece válido el inciso 2% 
del artículo 7*, pero entiendo que deberíamos eliminarlo 
del artículo 7% e incluirlo como un artículo aparte. Es 
inobjetable la redacción del artículo 7% pero ello si le 
quitamos el inciso 2% y hacemos de éste un artículo 
aparte. 


Podrá aprobarse una nueva disposición, que tome el 
inciso 22 de este artículo, y mejorándolo establezca que 
en la circunstancia de no conocerse al responsable del 
acto, hecho u omisión impugnado, ello no obstará a la 
presentación de la acción, en cuyo caso el juez se limita. 
rá a la eventual adopción de las medidas provisorias pre- 
vistas en el artículo 7%, siempre que se hayan acreditado 
los extremos referidos en dicha norma y las antecedentes. 


Solicité oportunamente a Secretaria que se hiciera 
un repartido de este artículo sustitutivo, que no lleva nú- 
mero. 


Mientras se distribuye el repartido, señor Presidente, 
recapitulo brevemente. 


El inciso 2% del artículo 7% da lugar a una evidente 
contradicción con el artículo 5% al igual que con toda la 
sistematización del artículo 6% por cuanto estos últimos 
hacen referencia a la existencia de un demandado con- 
creto, identificable, tal como lo pide el Código de Proce- 
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dimiento, mientras el inciso 22 en cuestión parte del des- 
eonocimiento del demandado. 


No deja de ser útil y necesario, dadas las caracterís: 
ticas de la acción de amparo, prever lo que sucede cuan- 
do no existe una forma de identificar a la contraparte, 
al demandado, dándose empero todas las condiciones de 
la acción de amparo. 


A mi juicio, el juez en caso de no poder identificarse 
al demandado, debe poder adoptar las medidas provisorias 
del ahora inciso 19 del artículo 79%. Estimo que debe limi. 
tarse a esto la actuación procesal, por la razón obvia de 
que no podrá dictar una sentencia contra NN. Salvamos 
asi el derecho del actor, precaviendo las lesiones y espe: 
rando que en el futuro las circunstancias permitan rea. 
lizar la identificación, 


Incluso el procedimiento previsto es muy probable 
que permitirá realizar la identificación porque es dable 
suponer que si hay una disposición judicial que ordena 
hacer o no hacer, que ciertamente será de trascendencia, 
es estimable que en su mérito aparecerá el presunto de- 
mandado a defender su derecho, si es que lo tiene, y la 
acción se podrá entablar concretamente con ese sujeto 
determinado. 


Propongo en ¿ontreto votar el inciso 12% y dejar su 
texto como artículo 7%, y luego votar un artículo distin- 
to que se colocará a continuación de éste, el que pro- 
puse como aditivo y cuya redacción ha sido repartida en 
Sala. 


SEÑOR BATALLA. -— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR BATALLA. — Señor Presidente: en líneas 8e- 
nerales, estoy de acuerdo con el planteamiento formulado 
por el señor senador García Costa . 


En este caso no hay una contradicción, en cuanto el 


artículo 5% establece claramente que la demanda se pre. 
sentará con las formalidades previstas en el Código de 
Procedimiento Civil, en cuanto correspondan. Es decir, 
cuando fuere posible. 


En muestro Derecho, más de una vez se ha presenta. 
do una acción contra una persona indeterminada. Por 
ejemplo, tratándose de desalojos precarios se realiza una 
acción contra los ocupantes de determinado immueble. 


Entlendo que no hay una contradicción, pero de cual. 
quier manera el texto y el planteamiento que formula el 
señor senador García Costa lo mejora, en la medida en 
que mantiene dentro del artículo 7% el primer inciso. Creo 
que la redacción dada a un nuevo artículo, que sería el 
siguiente y sería el 82 de acuerdo con el esquema previsto 
por el señor senador Garcia Costa, establece un funcio- 
namiento que podría resultar mucho más claro y cohe- 
rente. 


En ese sentido, comparto la propuesta del señor se- 
nador García Costa y si los demás integrantes de la Co- 
misión están de acuerdo, podriamos votario de esa forma. 
Es decir, votar solamente el primer inciso del artículo 79 
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y luego, como articulo 8% el texto que propone el señor 
senador Garcia Costa. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
La Comisión está de acuerdo con la propuesta del señor 
senador García Costa. 


La Mesa hace notar que en lugar de “impugnado” de- 
be ir “impugnados” y en lugar de “haya”, “hayan”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el in- 
elso 1% del artículo 7. 


(Se vota:) 

—14 en 17. Afirmativa. 

Léase el articulo aditivo presentado por el señor se. 
nador García Costa que, de ser aprobado llevará el nú: 
mero 8%. 

(Se lee:) 
“ARTICULO 8%, — La circunstancia de no conocerse 
al responsable del acto, hecho u omisión impugnado, 
no obstará a la presentación de la acción, en cuyo 
caso el juez se limitará a la eventual adopción de las 
medidas provisorias previstas en el artículo 79, siem. 
pre que se haya acreditado los extremos referidos en 
dicha norma”. 

—En consideración. 


SEÑOR BATALLA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR BATALLA. — Solicito que se incluyan las 
modificaciones sugeridas por la Presidencia, que creo son 
correctas. 

SEÑOR TARIGO. — Voy a proponer que se sustituya 
el vocablo “acción” por el término “demanda”, ya que 


ésta es una potestad y por ello no puede presentarse. En 
realidad, lo que se presenta es la demanda. 


SEÑOR BATALLA. — Apoyado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Se va a votar el artículo aditivo. 


(Se vota:) 

—17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 8% que pasa a ser 99 
SEÑOR TARIGO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Tiene la palabra el doctor Tarigo. 


SEÑOR TARIGO. — En realidad, lo que correspon. 
dería es considerar el artículo 82 que pasa a ser 99, cuya 
lectura no se ha efectuado y para el cual hay una re. 
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dacción sustitutiva propuesta por-el señor senador Gar- 
cía Costa. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Pido: la. palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Sugeriría que mientras 
se da lectura a este artículo, se reparta el texto sustitu- 
tivo que he presentado, que figura como artículo 8%, pero 
que pasaría a. ser artículo 9%. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Léase el artículo 82 del proyecto sustitutivo de la Comi. 
sión, 


(Se lee.) 


“Artículo 8% — La sentencia que haga lugar al am- 
paro deberá contener: 


A) La expresión concreta de la autoridad o el par- 
ticular a quien se dirija y contra cuya acción, hecho u 
omisión se conceda el amparo. 


B) La determinación precisa de lo que deba o no 
hacerse, 


C) El plazo para el cumplimiento de lo dispuesto, 
que no podrá exceder de veinticuatro horas continuas a 
partir de la notificación”. 


—Léase el texto sustitutivo presentado por el señor 
senador García Costa. 


(Se lee:) 


“ARTICULO 8% — La sentencia que haga lugar al 
amparo deberá contener la determinación precisa de 
lo que deba hacerse o no hacerse, y el plazo para el 
cumplimiento de lo dispuesto, que no podrá exceder 
de veinticuatro horas continuas a partir de la notifi- 
cación. 


Sin perjuicio de lo establecido, la sentencia podrá 
disponer las sanciones pecuniarias conmutativas dis- 
puestas por el Decreto-Ley N* 14.978 de 14 de di. 
ciembre de 1978”. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Señor Presidente: las 
modificaciones que propongo en la redacción sustitutiva, 
son esencialmente dos. Por la primera, suprimí el literai 
A) por considerarlo innecesario ya que dice: “La expre- 
sión concreta de la autoridad o el particular a quien se 
dirija y contra cuya acción, hecho u omisión se conceda 
el amparo”. Tal propuesta obedece a que, si hemos hecho 
una sistematización procesal en la cual la acción de am- 
paro, para llegar a la sentencia, debe tener contraparte 
individualizada, es absolutamente innecesario el literal en 
cuestión. Recuerdo que si adoptamos provisoriamente me- 
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didas, llamémosle, cautelares del derecho contra descono- 
cidos o contrapartes no identificadas, no hay sentencia 
porque queda detenida en esas medidas precautorias adop- 
tadas. 


Siendo éste el sistema adoptado, se hace innecesario 
el literal A), y por ello me limité a establecer una redac- 
ción a renglón seguido sin literales, * 


El parágrafo 2% de la redacción sustitutiva alude a 
lo que en doctrina se denomina “astreintes” que, si bien 
es posible podrían aplicarse igualmente sin su mención, 
especifica, dada la peculiaridad de la acción que estamos 
reglando, pueden ser de utilidad su mención para que 
los jueces intervinientes se sientan llamados a aplicarlas. 


Por otra parte su establecimiento especifico en este 
texto podría servir para evitar alguna discusión judicial 
siempre bizantina en el sentido de argumentar que dada 
la peculiaridad de la acción de amparo, todo lo que ex- 
presamente no se haya dicho, puede no ser de aplicabili. 
dad en la misma. Destaco que las “astreintes”, o sanció. 
nes pecuniarias conmutativas son tremendamente útiles 
en estos casos, ya que tienen una eficacia indudable al fi- 
jar condiciones económicas muy duras para los demanda- 
dos perdidosos, que no cumplen lo dispuesto. 


Estas son las dos modificaciones que deseaba plan- 
tear. La primera que tiene que ver con la eliminación del 
literal A) por considerarlo reiterativo e innecesario. Esto 
implica poner en una sola frase los literales B) y C), así 
como añadir la invocación específica a las “astreintes” co- 
mo sistema que propenderá a una mejor ejecución, y efi. 
cacia de las sentencias, en las acciones de amparo. 


Era cuanto quería manifestar. 
SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Tiene la palabra el señor senador, 


SEÑOR ORTIZ, — Señor Presidente: no exactamente 
sobre el punto planteado pero sí a raíz de esto que hemos 
establecido o que vamos a establecer en este artículo y 
en el anterior, me queda la duda de cómo se procede 
cuando el actor indica como responsable del daño a quien 
no lo es. Puede haber una confusión muy natural, Su. 
pongamos que la persona cree que el daño ha. sido cau. 
sado por el Ministerio de Turismo y por tanto presenta 
la correspondiente demanda contra este organismo, y lo 
hace el último día de los treinta que le hemos acordado. 
Pero resulta que el autor del daño es el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, entonces, ¿es el juez quien 
determinará si es contra éste o contra el otro? O ¿cómo 
se determina esto? 


SEÑOR GARCIA COSTA, — ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor senador? 


SEÑOR ORTIZ. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Puede interrumpir el señor senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Creo, señor Presidente, 
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que quizás sea obra la hipótesis a que alude el señor se- 
nador Ortiz porque ésta es de respuesta demasiado obvia. 
¿Quien va a contestar la demanda? El Ministerio de Tu- 
rismo que va a comparecer citado —comparecerá porque 
es una persona que tiene la obligación de obedecer las 
órdenes que le imparte la justicia— y la contestará en 
cuanto ello no es de su responsabilidad. Inclusive, podría 
abundar —y creo que debe hacerlo-— e indicar que el 
demandado es otro Ministerio. Asimismo, en hipótesis si. 
milares, un particular podrá decir “no es mía la respon. 
sabilidad; la casa no es mía, el animal que causó el 
daño no es de mi propiedad, el acto, el hecho y la omi- 
sión no son mías” y quizás limitarse a eso sin indicar 
quién es el correcto demandado. También podrá ese de- 
mandado erróneo indicar que el responsable de ese instru= 
mento que está produciendo la lesión ilegítima es deter- 
minada persona. Y luego de esto seguirán aplicándose las 
normas de todo proceso, 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
La Mesa desea indicar que le parece que, en todo caso, 
la demanda es contra el Poder Ejecutivo y no contra un 
Ministerio. 


SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ORTIZ. — He églegido ese ejemplo al azar, 
pero puede haber otro que no dé lugar a la objeción del 
señor Presidente. 


Mi duda es la siguiente. La persona presenta su de. 
manda contra el Ministerio de Turismo y, naturalmente, 
como dice el señor senador García Costa, se le da vista 
y este organismo puede decir que el asunto no es de su 
resorte; puede decir que es del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas, o simplemente no manifestar nada. Pero 
vamos a suponer que dice que a él no le corresponde y 
que eso es del Ministerio de Obras Públicas, ¿se entiende 
válida la demanda o tiene que volver a presentar otra 
contra el Ministerio de Transporte y Obrás Públicas? En 
ese caso, ¿no vencieron ya los treinta días desde que ocu. 
rrió el hecho? 


Esa es mi duda. ¿Queda perfectamente aclarado con 
este texto o no? Digo esto porque puede correrse el ries. 
go de que no sea así, porque en muchos casos ——lo que 
es muy explicable—. la gente no tiene porqué saber sl 
determinada dependencia pertenece al Ministerio de Eco. 
nomía y Finanzas, al de Industria y Energía o, acaso, a 
un Ente Autónomo. 


De manera que quisiera que quedara bien aclarado 
que ese error, muy probable, no significará que el agra. 
viado, el perjudicado, pierda su derecho. Es decir, enton- 
ces que bien podrá iniciar una nueva acción, con lo que 
dispondrá de otros treinta días, o esa acción iniciada con- 
tra el Ministerio o ANCAP se transferirá a otro Ministe- 
rio u organismo. ¿Cómo es la cosa? Eso es lo que no en- 
tiendo bien. En ese sentido, pienso que vale la pena acla- 
rarlo, porque según sea la interpretación, se corre el ries. 
go de que la persona quede indefensa. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — ¿Me permite una in- 
terrupción, señor senador? 
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SEÑOR ORTIZ. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Puede interrumpir el señor senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — No me voy a extender 
en esta cuestión, porque no es mi especialidad. No obs. 
tante, pienso que las preguntas que "formula el señor se. 
nador Ortiz se responden por la mecánita natural de to. 
dos los procesos. Las respuestas están en el Código de 
Procedimiento Civil, lo que vale decir, son todas las nor. 
mas procesales. Situaciones como las señaladas se plan: 
tean en todos los juicios. Naturalmente que la acción de 


“amparo tiene sus particularidades pero ello no inhibe la 


aplicación de los conceptos generales de todo proceso. Tra. 
tándose de un proceso civil las respuestas están, valga la 
redundancia, en las normas generales del proceso civil. 
Algunas de ellas las podría dar el que habla, otras cier- 
tamente no y muchas, o todas, las podrá dar €l señor Vi. 
cepresidente de la República, si es que todavía se acuer. 
da, pues ha transcurrido algún tiempo desde que dejará 
de dar clases sobre esta materia. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Puede continuar el señor Ortiz: 


SEÑOR TARIGO. — ¿Me permite una interrupción; 
señor senador? 


SEÑOR ORTIZ. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr, Américo Ricaldoni). — 
Puede interrumpir el doctor Tarigo. 


SEÑOR TARIGO. — Quiero expresar mi apoyo a las 
manifestaciones del señor senador Garciá Costa. Siempre 
que la demanda esté sujeta a un plazo de caducidad para 
presentarse, es exigible que ella esté bien dirigida. Ahora, 
si no es así, si está mal dirigida y hace perder el término 
o el plazo de que se disponía, el actor habrá perdido el 
ejercicio de su derecho. Esa es la respuesta universal, Me 
parece que no podemos establecer otras soluciones en este 
proyecto de ley. 


Es decir que el actor tiene, entre otras cosas, la car- 
ga de saber contra quién dirige la demanda. Normal. 
mente, cuando la interposición de la demanda no tiene 
plazo —que es el caso normal— advertido de su error, el 
actor interpondrá la demanda uno o dos meses después o 
cuando fuere, pero si existe un plazo de caducidad para 
interponerla, si en el ínterin caducó éste, evidentemente 
vio extinguido el ejercicio de su derecho. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Puede continuar el señor senador Ortiz. 


SEÑOR ORTIZ. — Naturalmente, me hago cargo de 
la solución jurídica del tema. Sin embargo, no creo que 
en este caso especial del recurso de amparo, sea del todo 
justa, porque en los procedimientos civiles se sabe con 
certeza contra quién se actúa. Pero lo principal aquí no 
es quién cometió el daño, sino éste en sí mismo. Con esta 
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ley estamos dando una defensa al ciudadano común que 
es agraviado por una decisión de un organismo. No todos 
saben — incluso, muchos de nosotros tendríamos dudas— 
cuál es la autoridad correspondiente, quién es el responsa. 
ble o quién es el que dispuso determinado criterio; si fue 
una autoridad municipal o una nacional. En ese Caso, veo 
que un error muy comprensible redunda en la pérdida de 
un derecho, pero, “dura lex sed lex”. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — ¿Me permite, señor sena- 
dor? 


SEÑOR ORTIZ. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldomi). — 
Puede interrumpir el señor senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Creo que vale la pena 
hacer alguna acotación. 


En primer lugar, debemos recordar a la fórmula que 
acabamos de aprobar, en cuya virtud cuando. no se sabe 
concretamente contra quién dirigir la acción, Pueden pe- 
dirse medidas provisionales que restablecen provisional. 
mente el derecho. 

( 

*'De manera que quien tiene dudas sobre con quien debe 
entablar la demanda, y frente a la necesidad de proceder 
con celeridad, se presenta ante el Juez, dice lo que le está 
sucediendo, lo acredita y pide las medidas provisionales 
consiguientes. Por su parte, el Juez, si bien no dicta sen- 
tencia, puede adoptar esas medidas, con lo que se defien- 
de el derecho de quien solicitó la acción de amparo. 


Por otra parte, significa que vencido el plazo, vencido 
también el derecho. Hay necesidad de la certeza jurídica 
y ello se obtiene con ¡plazos. Precisamente, éste es uno de 
ellos. No podría haber otra manera de tener certeza ju- 
rídica si no supiéramos hasta cuándo una acción puede 
ser presentada. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Puede continuar el señor senador Ortiz. 


SEÑOR ORTIZ. — He terminado, señor Presidente. 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Voy a formular, brevemente, 
algunas puntualizaciones. 


En primer lugar, debo decir que comparto los crite- 
rios expuestos por el señor Presidente del Senado y el 
señor senador García Costa con relación al problema de 
qué ocurre si la demanda se dirige mal. Creo que esta 
cuestión no tiene solución, como no la tiene en otro tipo 
de acciones. En materla procesal rigen los principios ge- 
nerales. En segundo término, me parece oportuno el agre. 
gado propuesto por..el señor senador García Costa, en 
cuanto a que en la sentencia se puedan disponer las san. 
ciones pecuniarias conmutativas, que en la doctrina se 
conocen con el nombre de .astreintes. 
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En tercer lugar, aunque el punto pueda ser. defendido 
desde el criterio que ha expuesto el señor senador García 
Costa, creo que la supresión del literal A) del artículo 
8? no mejora mayormente esta disposición, a pesar de que 
se pueda sostener que es de carácter reiterativo. En este 
caso, pienso que lo que abunda no daña y que el artículo, 
en su redacción original, con los tres literales bien dife- 
renciados respecto de lo que debe oontener la sentencia, 
resulta más claro y preciso. 


En consecuencia, prefiero la redacción que propuso la 
Comisión; eso sí, con el agregado muy oportuno que ha 
sugerido el señor senador García Costa. 


SEÑOR CASSINA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldomi) — 
Tiene la palabra el señor senador. 


- SEÑOR GARCIA COSTA. — ¿Me permite una. inte. 
rrupción, señor senador? 


SEÑOR CASSINA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Puede interrumpir el señor senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Respecto de lo que acaba 
de mencionar el señor senador Aguirre, puede ser del ca. 
s0 conservar el literal A). De ser asi, pediría a los miem- 
bros informantes —-y, en particular, al señor senador que 
mencioné — que examinasen la posibilidad de una modifi. 
ción consistente que, en lugar de “expresión concreta”, 
debería decirse “identificación concreta”. La palabra “ex. 
presión” no sé qué lugar puede tener en: una ley sustan- 
cialmente de índole procesal. 


Ciertamente lo que se debe decir, reitero, es “iden. 
tificación”. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE .(Dr. Américo Ricaldoni). — 
Puede continuar el señor senador Cassina. 


SEÑOR CASSINA. — Me preocupa que para la inter. 
pretación de estas normas, si se acudiera a Ja historia 
fidedigna de su sanción, pudiera aceptarse sin más, por 
los jueces, el criterio —a mi juicio, muy restrictivo— que 
ha formulado el señor Presidente del Senado y el señor 
senador Aguirre, en cuanto a la determinación, dentro del 
plazo de treinta días, del demandado, en una forma abso- 
lutamente precisa y concreta. Creo que en estos casos se. 
ría bueno que no señaláramos en la historia de la san. 
ción de la ley «ideas tan definidas que limiten o condi. 
cionen la actuación de los jueces. 


En casos como los que señalaba el señor senador 
Ortiz, en donde se demande a una autoridad estatal, con 
error en la determinación de cuál es la autoridad contra 
la que se debe actuar, pero, en todo caso, contra una 
autoridad del Estado, parece que se puede admitir que los 
jueces actúen con cierto criterio de informalidad en be. 
neficio del accionante. 


En cierta medida, la jurisprudencia del Tribunal de lo 
Contencioso-Administrativo ha admitido un criterio de 
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informalidad en el planteamiento de los recursos admi. 
nistrativos y en los de la acción de nulidad misma. ES 
cierto que si se acciona contra un particular —y en est: 
caso éste mada tiene que ver con el acto, hecho u omi.. 
sión sobre .el cual se demanda— evidentemente esa de. 
manda no puede prosperar, y si no se rectifica y dentro 
del término correspondiente no se promueve una nueva, 
demanda, la posibilidad de accionar habrá caducado, 


Sin embargo, cuando se acciona, por ejemplo, contra 
una autoridad estatal, pienso que debe admitirse que aún 
vencido el plazo, la rectificación del error en que ha in. 
currido el demandante, por algunas de las circunstancias 
que señalaba el señor senador Ortiz, puede ser corregida 
por el Juez actuando con un cierto principio de informa- 
lidad, 


Por lo tanto, señalo esto que creo puede ser admitido 
pacíficamente para la historia de la sanción de la ley, a 
los efectos de que los jueces puedan moverse con una 
cierta latitud sin estar estrechamente vinculados debido 
a lo que resulta del texto y a las expresiones que se ha. 
bían manifestado anteriormente. 


SEÑOR BATALLA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR BATALLA. — En lineas generales, deseo se. 
falar mi adhesión al texto, en cuanto establece la posi. 
bilidad de la aplicación de lo que se conoce en doctrina 
por astreintes, o sea, sanciones pecuniarias conmutativas. 
Creo que el texto no pierde nada si se mantiene. Es más: 
también comparto el criterio de que lo que abunda no 
daña. Por lo tanto, pienso que podríamos aprobar el texto 
del ahora artículo 99 en la forma en que viene planteado 
por la Comisión, con el agregado del artículo aditivo pro- 
puesto por el señor senador García Costa. 


Estimo que de esa forma se mantiene —sin perjuicio 
de la modificación del término “expresión”, que no tengo 
inconveniente en sustituirlo por otro— el texto del ar- 
tículo 9% que figura como 8% en el articulado venido 
con sanción: de la Cámara de Representantes. En este 
sentido, pienso que el texto es elaro y que el agregado 
final [propuesto por el señor senador García Costa me- 
jora también la coherencia de la solución. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
¿El señor senador García Costa acepta la sugerencia for- 
mulada? 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Acepto conservar el 
texto de lo que fue el artículo 8%, con el agregado de la 
parte final del que se repartió con mi firma como artículo 
89 y la única diferencia con el texto original sería donde 
dice “expresión concreta”, que se debe sustituir por “iden- 
tificación concreta”, porque “expresión” es un término un 
póco ajeno de lo que se quiere decir. 


" SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). —- 
Léase por Secretaría cómo quedaría el actual artículo 99, 


: Ñ í (Se lee:) 
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“La sentencia que haga lugar al amparo debrá con. 
tener: 


A) La identificación concreta de la autoridad o el 
particular a quien se dirija y contra cuya acción, hecho 
u omisión se conceda el amparo. 


B) La determinación precisa de lo que deba o no 
hacerse. á 


C) El plazo para el cumplimiento de lo dispuesto, 
que no podrá exceder de veinticuatro horas continuas 2 
partir de la notificación. 


Sin perjuicio de lo establecido la sentencia podrá 
disponer las sanciones pecuniarias conmutativas dispues- 
tas por el Decreto-Ley N? 14.978 de 14 de diciembre de 
1978”. 


—Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


—19 en 20. Afirmativa. 


.. SEÑOR BATALLA. — Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR BATALLA, -— En mi condición de miembro 
informante, aunque, naturalmente, sin haber podido con- 
sultar a los demás, quiero señalar que comparto la inter. 
pretación formulada por el señor senador Cassina en cuan- 
to refiere a la forma flexible en que debe ser interpre: 
tada la facultad del magistrado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Léase el artículo 9%, que pasa a ser el 10. 


(Se lee) 
En consideración. 
SEÑOR AGUIRRE. — ¿Me permite, señor Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Tiene la palabra el señor senador Aguirre. 


SEÑOR AGUIRRE. — Faltan algunas comas, que son 
importantes, ya que se trata de normas jurídicas de ca- 
rácter procesal. 


.. En el inciso segundo, después de la palabra “funda- 
do”, debe ir una coma, porque lo que se debe hacer den. 
tro del plazo perentorio de tres días no es fundar el €s- 
crito sino presentar el recurso de apelación. 


Posteriormente, en el último inciso, luego de la pala- 
bra “acuerdo”, debe ir una coma. “El Tribunal resolverá 
en acuerdo, dentro de los cuatro días siguientes a la re- 
cepción de los autos”. 


Es todo, señor Presidente. 


14 de Junio de 1988 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 
99, que ahora pasa a ser 10, con las modificaciones in- 
troducidas en Sala. 


(Se vota:) 

—17 en 20. Afirmativa. 

Léase el artículo 10, que pasa a ser 11. 
(Se lee) 


—El señor senador García Costa presentó un aditivo 
a este artículo. Léase. 


(Se lee:) 


“Pasados los treinta días de ejecutoriada la sentencia 
el actor deberá justificar ante la Sede: actuante haber 
promovido el correspondiente juicio, o, en su caso, el de 
jactancia (Arts. 863 y siguientes del Código. de Procedi. 
miento). De no hacerlo se dejará sin efecto las medidas 
dispuestas”. 


:—En consideración. 
SEÑOR GARCIA COSTA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). --- 
Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Señor Presidente: co. 
mo los señores senadores habrán ya reparado, este aditi: 
vo pretende superar una circunstancia que estimo merece 
atención. 


Supongamos que la acción de amparo ha prosperado. 
En la sentencia consiguiente se determinan las resolucio. 
nes por las cuales se protege un derecho que alguien ha- 
bía exhibido como en peligro de inminente lesión. Se plan. 
tea sin embargo una pregunta que creo corresponde. La 
determinación judicial no es definitiva. El propio artículo 
11 —es el número que ahora pasa a tener-— expresa que 
la acción de amparo no es la sentencia definitiva. La re- 
solución judicial que acoge el amparo no establece el de- 
recho concreto y final de las partes. Simplemente trata 
de evitar lesiones inminentes cuando hay una ilegalidad 
manifiesta. 


Pero considero —y por eso el aditivo— que tenemos 
que fijar alguna norma que obligue a entablar la ac- 
ción final, la definitiva, la decisoria, la que realmente es. 
tablecerá, superado el peligro de inminencia, que la con- 
tienda de fondo debe resolverse, Alguien fue perjudicado 
en su derecho; acudió al Juzgado y en la acción de am. 
paro lo salvó de una agresión ilegitima, pero creo hace 
evidente que hay una contienda pendiente, que no se 
termina por las medidas adoptadas en el amparo. 


Ante este análisis de futuro opté por el aditivo que 
comprendo puede tener procesalmente grandes dificulta- 
des porque para redactarlo acudí, a mis escasos conoci- 
mientos y recuerdos, ya desvanecidos, de cuando estudia. 
mos Derecho Procesal. 
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Partiendo de la base enunciada, a mi juicio, podrían 
darse dos eventualidades: que para el juicio definitivo 
quien promovió la acción de amparo, sea el eventual ac- 
tor; primera hipótesis. : 


La otra hipótesis —auizás más frecuente— quien pro. 
movió la acción de amparo, simplemente detuvo una ac: 
ción que otro, haciendo justicia con mano propia —no en 
el sentido del Código Penal sino en el sentido procesal 
de los hechos— realizaba por creer que le asiste un de- 
recho; para esta segunda hipótesis preveo la acción de 
jactancia que hace que ese derecho se materialice, o en 
su defecto se desvanezca. 


Cubriríamos así las dos eventualidades. Puede deno- 
minarse a la primera la eventualidad de un derecho ac. 
tivo, mirado desde el que promovió la demanda y con- 
siguió que se le protegiera y diera amparo. Este actor de 
la acción de amparo tendría 30 días para tratar de rea- 
lizar concretamente ese derecho que le asiste en un pro- 
ceso regular. Con lo que proponemos. recurrimos en un 
símil al artículo 841 del Código de Procedimiento que 
fija, en circunstancias obviamente: no idénticas pero, cier- 
tamente, muy vinculadas, que cuando se pidió el embar- 
go preventivo antes de interponerse lá demanda, quedará 
nulo de pleno derecho ese embargo preventivo —la acción 
de amparo en cierto modo es una medida precautoria con. 
tra el avasallamiento de mis derechos— si dentro de- 20 
días de verificado no promoviese el acreedor el correspon- 
diente juicio. También el aditivo propuesto determina un 
plazo para que el actor de la acción de amparo haga va- 
ler sus derechos en la forma procesal normal. 


La segunda eventualidad o hipótesis que tratamos de 
resolver es la más frecuente de que, a quien es responsa. 
ble del hecho, el acto, la omisión que determinó la acción 
de amparo y que es presumible que crea estar asistido 
de algún derecho, deba forzársele a concurrir a la Sede 
judicial para obtener, de sí en forma definitiva, su me- 
jor derecho. La única vía aplicable es el juicio de jac- 
tancia, con todas las consecuencias que eso implica. Si 
el autor, que obtuvo la sentencia favorable en la acción 
de amparo, no incursiona por una de las dos vías, enton. 
ces se deja sin efecto las medidas dispuestas. De otra 
manera, dejaríamos las medidas adoptadas por el Magis- 
trado en el “limbo” jurídico. Por ejemplo, supongamos 
que el actor obtuvo la acción de amparo siempre pre. 
sente y sin poder derogarla. No olvidemos que es alta. 
mente probable que el actor del amparo no se mueve más 
procesalmente, porque su derecho inmediato ha sido res- 
petado. El demandado en la acción de amparo, por varia: 
das circunstancias tampoco está haciendo nada en cuanto 
a la acción definitiva porque no quiere, o no debe, No 
podemos aceptar una acción de amparo que queda per- 
manente, formando parte de la normalidad jurídica, de 
la que naturalmente no formen parte las acciones de 
amparo. 


Eso era lo que me llevaba a esta proposición que com. 
prendo entra en un terreno muy afinado de teoría proce. 
sal. No sé si he cubierto las hipótesis adecuadamente, pero 
creo por lo menos haber señalado cuál es el origen de 
este aditivo. 


El origen es el sentido común y lo promovemos por- 
que no podemos dejar las sentencias de acción de am. 
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paro vigentes por los siglos de los siglos. En algún mo- 
mento algo tiene que pasar con ellas. 


SEÑOR AGUIRRE, — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: confieso no 
comprender demasiado bien el aditivo que ha propuesto 
el señor senador García Costa al que era el artículo 10 
del proyecto de ley. Agrego que no me ha resultado más 
elaro el problema luego de escuchar la intervención, que 
ha querido ser aclaratoria de su propuesta, por parte 
del señor senadór García Costa, 


El aditvo plantea dos hipótesis distintas. Es decir que 
el actor, luego de haber obtenido el amparo por parte de 
la sede actuante, debe deducir un juicio posterior para 
definir la situación y hacer valer su derecho o bien debe 
deducir una acción de jactancia, se supone que contra el 
mismo demandado. 


Reitero que no veo claro cómo funciona la segunda 
situación. ¿Qué dice el Código de Procedimiento Civil res- 
pecto al juicio de jactancia? El artículo 863 del Código 
de Procedimiento Civil dice que la acción de jactancia €s 
acordada “contra toda persona cápaz de ser demandadá 
y que, fuera de juicio, se hubiera atribuido derechos pró- 
pios a los bienes que constituyen el patrimonio de un 
tercero o asegurado ser su acreedor”. Aparte de que en 
la acción de amparo no siempre se van a ventilar cues- 
tiones de carácter patrimonial, no se van a discutir de- 
rechos sobre bienes, aunque alguna vez puede ser así, no 
parece claro cómo es que funciona esta hipótesis. Ese 
es porque quien promovió la acción de amparo no se ha 
jactado de nada fuera de juicio; precisamente ha promo- 
vido un juicio, una acción de amparo en la cual se le 
habrá dado la razón por parte del juez o no. 


En cuanto al demandado, si éste es quien se atribuyó 
derechos propios a los bienes que constituyen el patrimo- 
nio de un tercero, en este caso el actor en la acción de 
amparo, sí lo hizo fuera de juicio; pero, entonces, no po- 
dría ser él el titular de esa acción de jactancia. No sé 
si me explico con claridad, porque el problema tiene com- 
plejidades propias del tecnicismo jurídico. Pero ni en un 
caso ni en el otro se ve quién es el que podría deducir 
la acción de jactancia. El actor, porque ya hizo valer su 
derecho en juicio y no fuera de él. El demandado, porque 
en realidad el problema se ventiló en un juicio y no es 
a él a quien este aditivo le pone la carga de deducir la 
acción de jactancia. Creo que este aditivo está pensado 
fuera de los términos en que normalmente funciona el 
juicio de jactancia. 


En segundo lugar, respecto a la hipótesis de carácter 
general, esto es que tenga el actor que deducir otro jui- 
.cio, yo preguntaría cuál es “el correspondiente juicio”. 


Si se trata, por ejemplo, de una lesión al derecho de 
propiedad, contra la cual se solicitó al amparo, restable- 
cida la situación a sus términos normales, es decir, ampa- 
rado el derecho, el aditivo que ha propuesto, el señor se- 
nador García Costa, parece partir, en mi concepto, de la 
premisa de que luego el actor debe deducir otra acción. 


CAMARA DB SENADORES 


14 dé Junio de 1988 


¿Cuál acción? Si se le há restablecido el ejercicio pleno 
de su derecho de propiedad, ¿qué otra acción va a dedu- 
cir? Podría deducir ima acción por los daños y perjuicios 
que se le causaron, pero, ¿por qué va a tener obligación 
de hacerlo? De pronto, los daños y perjuicios no llega- 
ron a consumarse; era una amenaza de lesión al derecho 
y, por consiguiente, antes de que esta se materializara 
el Juez restableció las cosas a su cauce natural. Pero, 
aunque se hubiera materializado un daño ¿por qué se le 
va 2 poner al actor la carga de deducir un juicio ordina- 
rio posterior para reclamar los daños y perjuicios? 


Es una opción del actor reclamar los daños y per- 
juicios o: no hacerlo. 


SEÑOR ORTIZ. — ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR AGUIRRE. —- Con mucho gusto, 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Puede interrumpir el señor senador. 


SEÑOR ORTIZ. — Quería agregar, en apoyo de lo 
que señala el señor senador Aguirre, que en el artículo 29 
decimos que la acción de amparo sólo procederá cuando 
no existan otros medios judiciales que permitan obtener 
el resultado. De manera que ¿cuál es la acción judicial 
que deduciría el vencedor en la acción de amparo si la 
ley le dice que admite que es sólo cuando no existan otros 
medios judiciales? De esta manera, no hay ninguna ac- 
ción posible. 


SEROR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Puede continuar el señor senador Aguirre. 


SEÑOR AGUIRRE. — Sin perjuicio de lo que ha ex- 
presado el señor senador Ortiz, con carácter coadyuvante, 
quiero plantear otra hipótesis que quizás va a ser, en la 
práctica, la más habitual. La acción de amparo se va a 
deducir muchas veces contra actos de las autoridades es- 
tatales. ¿En qué consistirá el amparo? En que se deje de 
ejecutar el acto, si es que dicha ejecución continúa en el 
tiempo. 


Voy a poner un ejemplo concreto: un partido político, 
una asociación cualquiera o un conjunto de personas so. 
licitan autorización a una jefatura de policia para cele. 
brar una reunión, quince días después, en la vía pública; 
la jefatura de policía, en forma ilegítima, niega la auto- 
rización para realizar la reunión; se interpone, entonces, 
la acción de amparo y el juez ordena a esa autoridad ad- 
ministrativa que deje sin efecto esa medida y autorice la 
realización de la reunión. Por consiguiente, la reunión 
queda autorizada y se realiza. Supongamos, por otro lado, 
que no se llega a tiempo y ésta se debe realizar unos 
días después de la fecha para la que estaba prevista. En 
el primer supuesto, si la reunión finalmente se realiza, 
¿qué acción puede deducir el particular contra la autori. 


“dad estatal? Ninguna, porque de acuerdo a nuestro sis. 


tema contencioso-administrativo, primero hay que obte. 
ner la anulación dél acto para luego deducir el conten- 
celoso de reparación; pero, además, si el acto estatal con. 
tra el cual se solicitó el amparo no llegó a producir per- 


“juicios y, en definitiva, fue dejado sin efecto por la de- 
«cisión -del Juez actuante frente a esta acción, ¿cuál otra 


Puede deducir el actor en la acción de amparo? ¿Cuál és 
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el correspondiente juiclo que va a promover? Eñ mi coñ- 
cepto, ninguno. En algún easo se podrá promover un jui 
elo posterior, pero normalmente no lo habrá, Como ya lo 
he señalado, se puede deducir una acción por daños y 
perjuicios, pero puede suceder que la persona que ha de- 
ducido la acción de amparo no tenga interés en promover 
dicho juicio. 


No sé si he sido elaro, señor Presidente, porque rei- 
tero que el problema es de los que requieren hilar muy 
tino en cuestiones de gran tecnicismo jurídico, pero me 
parece que serían más los riesgos que correríamos si apro- 
báramos este aditivo que propone el señor senador Gar. 
cía Costa, que si votamos la disposición tal como viene 
de la Comisión. 


El señor senador Cassina, antes de que yo tomara el 
uso de la palabra, me decía que no veía con claridad cómo 
funcionaba la hipótesis del aditivo. A través de: todo 16 
expresado he querido señalar que, a mi juicio, se está 
partiendo de una hipótesis que en la práctica no se va a 
poder dar, porque no hay ninguna acción posterior 4 
ejercer. 


SEÑOR TÁRIGO. -—— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Tiene la palabra el doctor Tarigo. 


SEÑOR TARIGO. — Señor Presidente: creo que la 
inquietud dej señor senador García Costa es compartible, 
aunque las dificultades que ha señalado el señor senador 
Aguirre también soh clertas. 


A mi juicio, la dificultad principal surge de lo que 
establece el artículo 2%, que el señor senador Ortiz —y 
no le hago un cargo por ello— ha leído por mitades. Di- 
cho artículo expresa: “La acción de amparo sólo proce- 
derá cuando no existan otros medios judiciales o admi. 
nistrativos que permitan obtener el mismo resultado pre- 
visto en el artículo 82 o cuando, si existieren, fueren por 
las circunstancias claramente ineficaces para la protec- 
ción del derecho”. No podemos hacer una evaluación cuan- 
titativa por anticipado, pero me animaría a decir, sin 
temor a equivocarme demasiado, que en la mayoría de 
los casos va a existir una acción u otros medios judicia. 
les o administrativos, porque esa es la regla del Derecho. 
En principio, el Derecho le concede acción a todo aquél 
que ha sido perjudicado. 


Pienso, pues, que por lo general se ejercitará acción 
de amparo, que normalmente funciona de una manera 
cautelar, como remedio inmediato frente a un peligro in. 
minente, sin perjuicio de que existan otros medios judi- 
ciales o administrativos para tutelar ese derecho. Pon. 
gamos el caso del acto administrativo, que es, quizá, el 
más sencillo. Contra el acto administrativo existen desde 
la Constitución del año 1951, los recursos administrati- 
vos y la acción de nulidad ante el Tribunal. Natural- 
mente eso demanda un año o dos. Los recursos adminis. 
trativos tienen plazo de agotamiento, de instrucción, et. 
cétera, que suponen 210 días -——eso era, por lo menos, en 
mis tiempos; no sé si se sigue manteniendo el plazo de 
los cuatro o tres meses— y luego la acción de nulidad 
ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Enton. 
ces, €s posibe que frente a determinados actos adminis- 
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trativos —no digo a todos— se interponga primero la 
acción de amparo como medio de tutela inmediato. Re- 
pito que se trata de una medida precautoria, cautelar. 
Aquí entraremos al tema a que hacía referencia el señor 
senador Batlle en una sesión anterior, hablando de la 
jurisprudencia argentina, que frecuentemente decreta lo 
que se llama el no innovar, es decir, que las cosas queden 
como están, sin innovar con respecto a una situación de 
hecho determinada. 


Ahora, ¿qué pasa si el interesado no recurre “admi- 
nistrativamente, no impugna ese acto? Nos quedaremos 
con ese mandato de no innovar “per secula seculorum” 
El Juez habrá dispuesto que no se innove; la Adminis. 
tración no podrá ejecutar el acto que había dictado, pero 
no pasará nada. O sea que no se va-a dirimir el fondo de 
la cuestión, porque todo el mecanismo de la acción de 
amparo supone un conocimiento no profundizado. Se tra. 
ta de una demanda en la que el Juez, con un término de 
tres días, cita a.la contraparte, la que formula su defensa 
y, en veinticuatro horas, el Juez decide, Quiere decir que 
es un procedimiento sumarísimo. Todos los procedimien- 
tos sumarios —o casi todos—— en el esquema del Código 
de Procedimiento, admiten un juicio ordinario posterior; 
incluso, el juicio ejecutivo, por ejemplo. 


Pero repito que en este caso la sospecha del señor 
senador García Costa en el sentido de que después hay 
algo más, es perfectamente compartible. Es cierto, tam. 
bién, que hay casos en los cuales, excepcionalmente, el 
Derecho Positivo no le había dado tutela hasta ahora, 
a determinados actos, El ejemplo que pone el señor sena- 
dor Aguirre es ilustrativo: si una jefatura de policía nie. 
ga un permiso y nadie recurre. Se trata de un acto recu- 
rrible, pero a nadie le interesa, por la razón del artillero; 
¿qué le puede interesar a esa agrupación política a la 
que le han negado el acto, que un año o dos después el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo anule el acto 
del Jefe de Policía? Evidentemente ya no le sirve. 


Creo que el problema existe. No tengo la solución 
para el tema, porque creo que hay que distinguir las dos 
hipótesis del artículo 29, es decir, cuándo existe otro me- 
dio, otro remedio jurídico, judicial o administrativo y 
cuándo realmente no existe. En este último caso, creo 
que deberíamos meditar nuevamente el tema, porque creo 
que en ese caso, el recurrente que se ha visto beneficiado 
por una resolución judicial dictada sin demasiado cono. 
cimiento del asunto inmediato, no puede pretender que 
eso dure toda la vida y él tendría sobre sí la carga de 
ejercitar los recursos administrativos o las acciones que 
correspondieran, 


Mi contribución no es demasiado constructiva, pero 
creo, sí, que el problema existe y alguna solución ten. 
dríamos que buscarle por ese camino, 


SEÑOR CASSINA, — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni): — 
Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA, — Señor Presidente: reitero que 
estos temas debemos dejarlos a la solución de los jueces, 
a los criterios que vaya formando la jurisprudencia. En 
muchos casos, no necesariamente debe plantearse un jui. 
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cio posterior -—como jo señalaba con claridad el señor se- 
nador Aguirre— y, por lo tanto, no podemos imponer pre- 
ceptivamente, que se promueva un juicio posterior. En 
ocasiones, la posibilidad de que se promueva dicho juicio 
posterior, debe quedar librada a la voluntad o interés de 
las partes, tanto del actor como del demandado en la 
acción de amparo. 


Incluso, cuando el Juez acoja la acción de amparo, 
podrá establecer el plazo durante el cual la medida ten. 
drá vigencia. 


Creo que no es bueno que intentemos legislarlo todo. 
Me parece —csto lo aprendí en estos meses, trabajando 
con profesores de Derecho Comercial en lo que es, prác. 
ticamente, un Código de Sociedades Comerciales— que 
es imposible prever y tratar de solucionar todos los ca- 
sos por la vía de la legislación. En materias difíciles es 
bueno dejar que tanto la jurisprudencia como la doctrina 
vayan haciendo camino. Más tarde, el legislador podrá 
recoger las soluciones que se vayan consagrando a través 
de esa jurisprudencia y de esa doctrina con el fin de dar- 
les certeza jurídica. Pero innovar en una materia tan de- 
licada puede obligarnos luego a modificar la ley. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Puede continuar el doctor Tarigo. 


SEÑOR TARIGO. — Prácticamente había terminado 
mi intervención, pero las expresiones del señor senador 
Cassina me obligan a prolongar un poco mi exposición. 


Admito que el señor senador puede tener razón, pero, 
en todo caso, pienso que debemos decir que el Juez es el 
que va a fijar la duración de las medidas. 


Naturalmente, estoy pensando en voz alta, pero me 
parece que puede llegar a ser una solución el hecho de 
que el Juez fije, en base a los elementos de juicio de que 
disponga, la duración de las medidas, exigiendo al actor 
la interposición del recurso administrativo que corres. 
ponda. 


Considero que es necesario buscar alguna salida por- 
que, de lo contrario, el problema quedará sin solución. 


Por ejemplo, hay una medida de no innovar. La ad- 
ministración no puede ejecutar el acto porque hay un 
mandato judicial de no innovar. ¿Cuánto tiempo dura eso? 
¿Un mes? ¿Un año? ¿Diez años? Esa no puede ser la so- 
lución. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Señor Presidente: con- 
sidero que tenemos que pensar en las distintas hipótesis 
que pueden darse en la aplicación de este artículo. Na. 
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turalmente, la hipótesis de un acto que se consuma en si 
mismo, no viene al caso. Pasados 30 días luego que se po- 
sibilitó realizar el acto que ilegitimamente se pretendió 
prohibir la acción de amparo queda cumplida. Siguiendo 
el ejemplo: si va al Juez, solicitando la acción de am. 
paro, contra la negativa de la Jefatura de Policía respec. 
tiva, y por disposición judicial se revoca la orden, y puede 
realizar el acto. Y después, ¿qué? Nada, porque ya está 
consumado el acto que precisamente se trató de posibilitar. 


A lo que quiero referirme es a otro tipo de hipótesis. 
Por ejemplo, un funcionario de UTE, ANCAP o ANTEL, 
que no tiene la potestad suficiente como para entrar en 
una propiedad, lo hace para dar cumplimiento a una 
servidumbre de uso. Se solicita el recurso de amparo y, 
como consecuencia de ella detienen el accionar ilegítimo 
del funcionario de esos Entes que procedió sin autoriza. 
ción suficiente. Hasta ahi tenemos una acción de amparo 
correcta y eficaz. Pero luego UTE, ANCAP o ANTEL pue. 
den subsanar esa dificultad, y deciden el ingreso en la 
propiedad en cuestión a fin de ejecutar exactamente aque- 
llo que, por la acción de amparo, se logró que mo se hi. 
clera por ser ilegítimo. 


Mi pregunta es la siguiente: ¿no hay colisión entre 
una cosa y la otra? ¿Cómo se subsana la acción de am. 
paro cuando esta continúa vigente? Cuando un funclo- 
nario de UTE, ANTEL o ANCAP quiera entrar en la pro- 
piedad, se llama a la autoridad pública y se le impide 
esgrimiendo precisamente el amparo en cuya virtud se 
determinó que ello le estaba prohibido. 


Hay que evitar, señor Presidente, dejar “congeladas” 
determinadas situaciones legales, y precisamente al no 
fijarse plazo, lo dispuesto en la sentencia queda en vigor. 


18) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Llegado el término reglamentario y no habiendo sido pro- 
rrogado el mismo, queda levantada la sesión. 


(Así se hace a la hora 21, presidiendo el doctor Ri. 
caldoni y estando presentes el señor Vicepresidente de la 
República y los señores senadores Aguirre, Batalla, Cape. 
che, Cassina, Cigliuti, Fá Rebaina, Forteza, Garcia Costa, 
Olazábal Ortiz, Posadas, Pozzolo, Singer, Terra Gallinal, 
Tourné y TFraversoni). 


Dr. ENRIQUE E. TARIGO 
Presidente 


Dn. Mario Farachio 
Dn. Félix B. El Helou 
Secretarios 


Dn. Jorge Peluffo Etchebarne 
Director del Cuerpo de Taquigrafos 


Depósito Legal 205.147/88 


